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Constitución Política 
Artículo 116: Facultad para los particulares para actuar como conciliadores.
LEY 23 DE 1991 “Por medio de la cual se crean mecanismos para descongestionar 
los Despachos Judiciales, y se dictan otras disposiciones”
LEY 270 DE 1996  “Estatutaria de la Administración de Justicia”
LEY 446 DE 1998 “Por la cual se adoptan como legislación permanente 
algunas normas del  Decreto 2651 de 1991, se modifican algunas del Código de 
Procedimiento  Civil, se derogan otras de la Ley 23 de 1991 y del Decreto 2279 
de 1989,  se modifican y expiden normas del Código Contencioso Administrativo y 
se  dictan otras disposiciones sobre descongestión, eficiencia y acceso a la justicia”
DECRETO 1818 DE 1998 “Por medio del cual se expide el Estatuto de los 
mecanismos alternativos de solución de conflictos”
DECRETO LEY 262 DE 2000 “Por el cual se modifican la estructura y la 
organización de la Procuraduría General de la Nación y del Instituto de Estudios del 
Ministerio Público; el régimen de competencias interno de la Procuraduría General; 
se dictan normas para su funcionamiento; se modifica el régimen de carrera de 
la Procuraduría General de la Nación, el de inhabilidades e incompatibilidades de 
sus servidores y se regulan las diversas situaciones administrativas a las que se 
encuentren sujetos.”
LEY 640 DE 2001 “Por la cual se modifican normas relativas a la conciliación y se 
dictan otras disposiciones”
LEY 1285 DE 2009 “Por medio de la cual se reforma la Ley 270 de 1996 Estatutaria 
de la Administración de Justicia”
LEY 1367 DE 2009 “Por la cual se adicionan unas funciones al Procurador 
General de la Nación, sus Delegados y se dictan otras disposiciones”
DECRETO 1716 DE 2009 “Por el cual se reglamenta el artículo 13 de la Ley 1285 
de 2009, el artículo 75 de la Ley 446 de 1998 y del Capítulo V de la Ley 640 de 2001”
LEY 1437 DE 2011 “Por la cual se expide el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”
LEY 1551 DE 2012 “Por la cual se dictan normas para modernizar la organización 
y el funcionamiento de los municipios”
LEY 1563 DE 2012 “Por medio de la cual se expide el Estatuto de Arbitraje 
Nacional e Internacional y se dictan otras disposiciones”
LEY 1564 DE 2012 “Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso 
y se dictan otras disposiciones”
DECRETO 1069 DE 2015 “Por medio del cual se expide el Decreto Único 
Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho“
LEY 1955 DE 2019 “Por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022”
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Constitución 
Política

Notas de vigencia: 

Modificada por el Acto Legislativo  5  de 
2019, publicada en el Diario Oficial No. 
51.178 de 26 de diciembre 2019.

Modificada por el Acto Legislativo  4 de 
2019, publicado en el Diario Oficial No. 
51.080 de 18 de septiembre 2019.

Modificada por el Acto Legislativo  3  de 
2019, Distrito Capital, Segunda Vuelta›, 
publicado en el Diario Oficial No. 51.025 
de 25 de julio 2019. 

Modificada por el Acto Legislativo  2  de 
2019, publicado en el Diario Oficial No. 
51.015 de 15 de julio 2019

Modificada por el Acto Legislativo  1  de 
2019, ‹por el cual se otorga la Categoría 
de Distrito Especial Portuario, Biodiver-
so, Industrial y Turístico al municipio de 
Barrancabermeja en el departamento de 
Santander›, publicado en el Diario Oficial 
No. 51.011 de 11 de julio 2019

Modificada por el Acto Legislativo  2  de 
2018, ‹por medio del cual se modifican los 

artículos 328 y 356 de la Constitución Po-
lítica de Colombia›, publicada en el Diario 
Oficial No. 50.657 de 17 de julio de 2018

Modificada por el Acto Legislativo  1  de 
2018, ‹por medio del cual se modifican 
los artículos 186, 234 y 235 de la Constitu-
ción Política y se implementan el derecho 
a la doble instancia y a impugnar la pri-
mera sentencia condenatoria›, publicado 
en el Diario Oficial No. 50.480 de 18 de 
enero de 2018

Modificada por el Acto Legislativo 5 de 
2017, ‘por medio del cual se dictan dis-
posiciones para asegurar el monopolio 
legítimo de la fuerza y del uso de las 
armas por parte del Estado’, publicado 
en el Diario Oficial No. 50.432 de 29 de 
noviembre de 2017

Modificada por el Acto Legislativo 4 de 
2017, ‘por el cual se adiciona el artícu-
lo 361 de la Constitución Política›, publi-
cado en el Diario Oficial No. 50.350 de 
08 de septiembre de 2017

Modificada por el Acto Legislativo 3 
de 2017, ‘por medio del cual se regula 
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parcialmente el componente de reincor-
poración política del Acuerdo Final para 
la Terminación del Conflicto y la Cons-
trucción de una Paz Estable y Duradera’, 
publicado en el Diario Oficial No. 50.242 
de 23 de mayo de 2017

Modificada por el Acto Legislativo 2 de 
2017, ‘por medio del cual se adiciona un 
artículo transitorio a la Constitución con 
el propósito de dar estabilidad y seguri-
dad jurídica al acuerdo final para la termi-
nación del conflicto y la construcción de 
una Paz Estable y Duradera’, publicado 
en el Diario Oficial No. 50.230 de 11 de 
mayo de 2017

Modificada por el Acto Legislativo 1 de 
2017, ‘por medio del cual se crea un 
título de disposiciones transitorias de la 
Constitución para la terminación del con-
flicto armado y la construcción de una 
paz estable y duradera y se dictan otras 
disposiciones’, publicado en el Diario 
Oficial No. 50.196 de 4 de abril de 2017

Modificada por el Acto Legislativo 1 de 
2016, ‘por medio del cual se establecen 
instrumentos jurídicos para facilitar y ase-
gurar la implementación y el desarrollo 
normativo del acuerdo final para la termi-
nación del conflicto y la construcción de 
una paz estable y duradera’, publicado 
en el Diario Oficial No. 49.927 de 7 de 
julio de 2016

Modificada por el Acto Legislativo 2 de 
2015, ‘por medio del cual se adopta 
una reforma de equilibrio de poderes y 
reajuste institucional y se dictan otras 
disposiciones’, publicado en el Diario 
Oficial No. 49.560 de 1 de julio de 2015

Modificada por el Acto Legislativo 1 de 
2015, ‘por el cual se reforma el artícu-

lo 221 de la Constitución Política de Co-
lombia›, publicado en el Diario Oficial No. 
49.554 de 25 de junio de 2015

Modificada por el Acto Legislativo 1 de 
2013, ‘por el cual se modifica el artícu-
lo 176 de la Constitución Política, para for-
talecer la representación en el Congreso de 
la República de los colombianos residentes 
en el exterior›, publicado en el Diario Oficial 
No. 48.852 de 15 de julio de 2013

Modificada por el Acto Legislativo 2 de 
2012, ‘por el cual se reforman los artícu-
los 116, 152 y 221 de la Constitución Política 
de Colombia›, publicada en el Diario Oficial 
No. 48.657 de 28 de diciembre de 2012

Modificada por el Acto Legislativo 1 de 
2012, ‘por medio del cual se establecen 
instrumentos jurídicos de justicia transi-
cional en el marco del artículo  22  de la 
Constitución Política y se dictan otras 
disposiciones›, publicado en el Diario 
Oficial No. 48.508 de 31 de julio de 2012

Modificada por el Acto Legislativo 6 de 
2011, publicado el Diario Oficial No. 
48.263 de 24 de noviembre de 2011, 
‘Por el cual se reforma el numeral 4 del 
artículo 235, el artículo 250  y el numeral 
1 del artículo 251 de la Constitución Po-
lítica›

Modificada por el Acto Legislativo 5 de 
2011, publicado en el Diario Oficial No. 
48.134 de 18 de julio de 2011, ‘Por el 
cual se constituye el Sistema General 
de Regalías, se modifican los artícu-
los  360  y  361  de la Constitución Política 
y se dictan otras disposiciones sobre el 
Régimen de Regalías y Compensaciones›

Modificada por el Acto Legislativo  4  de 
2011, publicado en el Diario Oficial No. 
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48.123 de 7 de julio de 2011, ‹Por medio 
del cual se incorpora un artículo transito-
rio a la Constitución Política de Colombia›

Modificada por el Acto Legislativo  3  de 
2011, publicado en el Diario Oficial No. 
48.117 de 1 de julio de 2011, ‹Por el cual 
se establece el principio de la sostenibi-
lidad fiscal›

Modificada por el Acto Legislativo  2  de 
2011, publicado en el Diario Oficial No. 
48.107 de 21 de junio de 2011, ‹Por el 
cual se deroga el artículo 76 y se modifica 
el artículo 77 de la Constitución Política 
de Colombia›

Modificada por el Acto Legislativo  1  de 
2011, publicado en el Diario Oficial No. 
48.086 de 31 de mayo de 2011, ‹Por 
el cual se adiciona el parágrafo del ar-
tículo 183 de la Constitución Política de 
Colombia›

Modificada por el Acto Legislativo 2 de 
2009, publicado en el Diario Oficial No. 
47.570 de 21 de diciembre de 2009, 
‘Por el cual se reforma el artículo 49 de la 
Constitución Política›

Acto Legislativo 1 de 2009 corregido 
por el Decreto 3259 de 2009, publicado 
en el Diario Oficial No. 47.458 de 31 de 
agosto de 2009, ‘Por el cual se corrige 
un yerro en el Acto Legislativo 01 del 14 
de julio de 2009, por el cual se modifican 
y adicionan unos artículos de la Constitu-
ción Política de Colombia›

Modificada por el Acto Legislativo  1  de 
2009, publicado en el Diario Oficial No. 
47.410 de 14 de julio de 2009, ‹Por el 
cual se modifican y adicionan unos 
artículos de la Constitución Política de 
Colombia›

Modificada por el Acto Legislativo  1  de 
2008, publicado en el Diario Oficial No. 
47.214 de 26 de diciembre de 2008, 
‹Por medio del cual se adiciona el artícu-
lo 125 de la Constitución Política›. Corre-
gido mediante el Decreto  681  de 2009, 
publicado en el Diario Oficial No. 47.283 
de 6 de marzo de 2009, ‹por el cual se 
corrige un yerro en el título del Acto Le-
gislativo número 01 de 26 de diciembre 
de 2008, por medio del cual se adiciona 
el artículo 125 de la Constitución Política›

Modificada por el Acto Legislativo 4 de 
2007, publicada en el Diario Oficial No. 
46.686 de 11 de julio de 2007, ‘Por el cual 
se reforman los artículos 356 y 357 de la 
Constitución Política›

Modificado por el Acto Legislativo 3 de 
2007, publicado en el Diario Oficial No. 
46.685 de 10 de julio de 2007, ‘Por me-
dio del cual se modifica el artículo 323 de 
la Constitución Política›

Modificada por el Acto Legislativo 2 de 
2007, publicado en el Diario Oficial No. 
46.681 de 6 de julio de 2007, ‘Por medio del 
cual se modifican los artículos 328 y 356 de 
la Constitución Política de Colombia›

Modificada por el Acto Legislativo 1 de 
2007, publicado en el Diario Oficial No. 
46.672 de 27 de junio de 2007, ‘Por me-
dio del cual se modifican los numerales 
8 y 9 del artículo  135, se modifican los 
artículos  299  y  312, y se adicionan dos 
numerales a los artículos 300 y 313 de la 
Constitución Política de Colombia›

Modificada por el Acto Legislativo 3 de 
2005, publicado en el Diario Oficial No. 
46.136 de 29 de diciembre de 2005, 
‘Por el cual se modifica el artículo 176 de 
la Constitución Política›
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Modificada por el Acto Legislativo 2 de 
2005, publicado en el Diario Oficial No. 
45.980 de 25 de julio de 2005, ‘Por el 
cual se modifica el artículo  176  de la 
Constitución Política›

Modificada por el Acto Legislativo 1 de 
2005, publicado en el Diario Oficial No. 
45.980 de 25 de julio de 2005, ‘Por el 
cual se adiciona el artículo 48 de la Cons-
titución Política›. Corregido mediante el 
Decreto  2576  de 2005, publicado en el 
Diario Oficial No. 45.984 de 29 de julio 
de 2005, ‹Por el cual se corrige un yerro 
en el título del Acto Legislativo núme-
ro  01  de 2005, ‹por el cual se adiciona 
el artículo 48 de la Constitución Política› 
Eliminando las palabras ‹PROYECTO 
DE› y ‹Segunda Vuelta›

Modificada por el Acto Legislativo 2 de 
2004, publicada en el Diario Oficial No. 
45.775 de 28 de diciembre de 2004, 
‘Por el cual se reforman algunos artículos 
de la Constitución Política de Colombia y 
se dictan otras disposiciones’

Modificada por el Acto Legislativo 1 de 
2004, publicado en el Diario Oficial No. 
45.424, de 8 de enero de 2004.

Modificada por el Acto Legislativo 2 de 
2003, publicado en el Diario Oficial No. 
45.406, de 19 de diciembre de 2003, 
‘Por medio del cual se modifican los artí-
culos 15, 24, 28 y 250 de la Constitución 
Política de Colombia para enfrentar el 
terrorismo›

Modificada por el Acto Legislativo 1 de 
2003, publicado en el Diario Oficial No. 
45.237, de 3 de julio de 2003, ‘Por el cual 
se adopta una Reforma Política Constitu-
cional y se dictan otras disposiciones’

Modificada por el Acto Legislativo 
No.  3  de 2002, publicado en el Diario 
Oficial No. 45.040, de 20 de diciem-
bre de 2002, ‹Por el cual se reforma la 
Constitución Nacional› El Artículo 5   es-
tablece: ‹El presente Acto Legislativo 
rige a partir de su aprobación, pero se 
aplicará de acuerdo con la gradualidad 
que determine la ley y únicamente a los 
delitos cometidos con posterioridad a la 
vigencia que en ella se establezca. La 
aplicación del nuevo sistema se iniciará 
en los distritos judiciales a partir del 1o. 
de enero de 2005 de manera gradual y 
sucesiva. El nuevo sistema deberá entrar 
en plena vigencia a más tardar el 31 de 
diciembre del 2008.

Modificada por el Acto Legislativo 
No.  2  de 2002 publicado en el Diario 
Oficial No. 44.893, de 07 de agosto de 
2002, ‹Por el cual se modifica el período 
de los gobernadores, diputados, alcal-
des, concejales y ediles›

Modificada por el Acto Legislativo 
No.  1  de 2002 publicado en el Diario 
Oficial No. 44.693, de 31 de enero de 
2002, ‹Por medio de la cual se reforma 
el artículo 96 de la Constitución Política›

Modificada por el Acto Legislativo 
No.  2  de 2001 publicado en el Diario 
Oficial No. 44.663, de 31 de diciembre 
de 2001, ‹Por medio del cual se adiciona 
el artículo 93 de la Constitución›

Modificada por el Acto Legislativo No. 1 de 
2001 publicado en el Diario Oficial No. 
44.506, de 1 de agosto de 2001. Entra a 
regir a partir del 1o. de enero de 2002

Modificada por el Acto Legislativo 
No.  2  de 2000 publicado en el Diario 
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Oficial No. 44.133 del 18 de agosto de 
2000.

Modificada por el Acto Legislativo 
No.  1  de 2000 publicado en el Diario 
Oficial No. 44.138 del 23 de agosto de 
2000

Modificada por el Acto Legislativo No. 1 de 
1999, publicado en el Diario Oficial No. 
43.662 del 10 de agosto de 1999.

Modificada por el Acto Legislativo 
No.  1  de 1997, publicado en el Diario 
Oficial No. 43.195 del 17 de diciembre 
de 1997

Modificada por el Acto Legislativo 
No. 1 de 1996, publicado en el Diario Ofi-
cial No. 42.688 del 17 de enero de 1996

Modificada por el Acto Legislativo 
No.  2  de 1995, publicado en el Diario 

Oficial No. 42.159 del 21 de diciembre 
de 1995

Modificada por el Acto Legislativo 
No.  1  de 1995, publicado en el Diario 
Oficial No. 42.132 del 1o. de diciembre 
de 1995

Modificada por el Acto Legislativo 
No.  3  de 1993, publicado en el Diario 
Oficial No. 41.140 del 16 de diciembre 
de 1993

Modificada por el Acto Legislativo 
No.  2  de 1993, publicado en el Diario 
Oficial No. 41.117 del 24 de noviembre 
de 1993

Modificada por el Acto Legislativo 
No. 1 de 1993, publicado en el Diario 
Oficial No. 40.995 de agosto de 1993.

Artículo 6. Los particulares sólo son 
responsables ante las autoridades por 
infringir la Constitución y las leyes. Los 
servidores públicos lo son por la misma 
causa y por omisión o extralimitación en 
el ejercicio de sus funciones.

Artículo 116.  <Artículo modificado por 
el artículo 1 del Acto Legislativo No. 3 de 
2002. El nuevo texto es el siguiente:>  

<Inciso modificado por el artículo 26 del 
Acto Legislativo 2 de 2015. El nuevo 
texto es el siguiente:> La Corte Consti-
tucional, la Corte Suprema de Justicia, el 
Consejo de Estado, la Comisión Nacional 
de Disciplina Judicial, la Fiscalía General 
de la Nación, los Tribunales y los Jueces, 

administran Justicia. También lo hace la 
Justicia Penal Militar.

El Congreso ejercerá determinadas fun-
ciones judiciales.

Excepcionalmente la ley podrá atri-
buir función jurisdiccional en materias 
precisas a determinadas autoridades 
administrativas. Sin embargo no les será 
permitido adelantar la instrucción de su-
marios ni juzgar delitos.

Los particulares pueden ser investidos 
transitoriamente de la función de admi-
nistrar justicia en la condición de jurados 
en las causas criminales, conciliadores o 
en la de árbitros habilitados por las par-



Procuraduría General de la Nación

12

tes para proferir fallos en derecho o en 
equidad, en los términos que determine 
la ley.

Comentarios: Incorporó una novedad 
frente a la Constitución Política de 1886 
al elevar a rango constitucional la conci-
liación. El artículo 116, inciso 3°, facultó 
transitoriamente a los particulares de la 
función de administrar justicia en condi-
ción de jurados en las causas criminales, 
conciliadores o en la de árbitros habilita-
dos por las partes para proferir fallos en 
derechos o en equidad, en los términos 
que determine la ley

El artículo 277 de la Carta política con-
templa para el Procurador General de la 
Nación para sus delegados y agentes 

en el numeral 1º la función de vigilar el 
cumplimiento de las decisiones judiciales 
y de los actos administrativos y en el 
numeral 7º intervenir en los procesos y 
ante las autoridades judiciales y adminis-
trativas en defensa del orden jurídico, del 
patrimonio público o de los derechos y 
garantías fundamentales.

Reflejó la importancia de consagrar la 
conciliación como un mecanismo de 
solución de conflictos que contribuyera, 
entre otros fines, a descongestionar los 
despachos judiciales, a la promoción de 
los derechos fundamentales, a la partici-
pación de los individuos, a la convivencia 
pacífica y a generar un ahorro patrimonial 
para el Estado.
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Ley 23 de 1991
Reglamentada por 

el Decreto Nacional 
800 de 1991

(Marzo 21)
“Por medio de la cual se crean 

mecanismos para descongestionar  
los Despachos Judiciales, y se dictan 

otras disposiciones”

Artículo    59.  Modificado por el art. 
70, Ley 446 de 1998 Podrán conciliar, 
total o parcialmente, en las etapas pre-
judicial o judicial, las personas jurídicas 
de derecho público, a través de sus 
representantes legales, sobre conflic-
tos de carácter particular y contenido 
patrimonial que ante la jurisdicción de 

lo Contencioso Administrativo se ven-
tilarían mediante las acciones previstas 
en los artículos 85, 86 y 87 del Código 
Contencioso Administrativo.

Las entidades descentralizadas por ser-
vicios podrán conciliar a través de sus 
representantes legales, directamente o 
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previa autorización de la respectiva Jun-
ta o Consejo Directivo, conforme a los 
estatutos que las rigen y a la asignación 
de competencias relacionadas con su 
capacidad contractual.

Parágrafo. No puede haber conciliación 
en los asuntos que versen sobre conflic-
tos de carácter tributario.

Artículo    60. Derogado por el art. 49, 
Ley 640 de 2001  ,  Modificado por el 
art. 80, Ley 446 de 1998  Antes de la 
presentación ante la Jurisdicción Con-
tencioso Administrativa de cualquiera de 
las acciones a que se refiere el inciso 1o. 
del artículo anterior, las partes podrán 
formular ante el Fiscal de la Corporación 
la correspondiente petición, enviando 
copia de ella a la entidad que correspon-
da, o al particular, según el caso.

Dentro de los diez (10) días siguientes a 
la fecha de la petición, el Agente del Mi-
nisterio Público la calificará y si encuentra 
serias y razonables las solicitudes, citará 
a los interesados para que concurran a 
la audiencia de conciliación el día y a la 
hora que señale dentro del mes siguiente 
a la fecha de la citación.

Los interesados deberán presentar du-
rante la audiencia los medios de prueba 
de que dispongan para sustentar sus 
pretensiones y enumerarán, precisa y 
detalladamente, aquellos que por no 
estar en su poder sólo harían valer en el 
proceso judicial.

Si se lograre acuerdo, las partes suscri-
birán un acta que refrendará el Fiscal, la 
cual enviará inmediatamente a la Sección 
respectiva, para que el Consejero o Ma-
gistrado a quien le corresponda por re-
parto defina si ella resulta lesiva para los 

intereses patrimoniales del Estado, o si 
puede hallarse viciada de nulidad abso-
luta, caso en el cual dictará providencia 
motivada en que así lo declare, contra la 
cual no procede recurso alguno.

El Acta de Conciliación debidamente 
suscrita y aprobada por el Consejero o 
Magistrado a que se refiere el inciso an-
terior tendrá efectos de cosa juzgada y 
prestará mérito ejecutivo.

6.  Modificado por el art. 81, Ley 446 
de 1998  Durante el término de la vía 
gubernativa, el trámite de la conciliación 
suspenderá el de aquélla durante un pla-
zo que no excederá de sesenta (60) días.

Cuando no fuere procedente la vía gu-
bernativa o estuviere agotada, el procedi-
miento conciliatorio suspenderá el término 
de caducidad de la respectiva acción por 
un plazo no mayor de sesenta (60) días.

Parágrafo. No habrá lugar a concilia-
ción cuando la correspondiente acción 
haya caducado.

Artículo  62. Modificado por el art. 71, 
Ley 446 de 1998 Cuando como conse-
cuencia del acuerdo logrado entre los in-
teresados resultare necesario revocar un 
acto administrativo que haya creado o 
modificado una situación jurídica de ca-
rácter particular y concreto o reconocido 
un derecho de igual categoría, el Acta de 
Conciliación equivaldrá al consentimien-
to expreso y escrito del respectivo titular.

Artículo    65. Derogado por el art. 49, 
Ley 640 de 2001  ,  Modificado por el 
art. 72, Ley 446 de 1998 Cuando no se 
haya intentado conciliación prejudicial, 
el Consejero o Magistrado ponente de 
la Corporación que conozca de la de-
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manda Contencioso Administrativa, en 
el mismo auto en que la admita y una 
vez notificado, ordenará el traslado de 
la misma al Fiscal correspondiente para 
que adelante la conciliación sujetándose 
a lo dispuesto en los artículos anteriores. 
Durante el trámite de la conciliación el 
proceso se suspenderá.

Concluido el procedimiento de concilia-
ción, el Fiscal remitirá al Consejero o Ma-
gistrado del conocimiento, un día después 
de terminado aquél el Acta de Conciliación 
total o parcial, o el informe de que no fue 
posible acuerdo alguno entre los intere-
sados, acompañado de los medios de 
prueba en su poder y de la enumeración 
de los mismos, según el caso.

Si la conciliación fue total el Consejo de 
Estado o el Tribunal Contencioso Admi-
nistrativo competente declarará termina-
do el proceso. Si no hubo conciliación o 
la Corporación competente encuentra 
que la lograda resulta lesiva para los in-
tereses patrimoniales del Estado, o pue-
de hallarse viciada de nulidad absoluta, 
así lo declarará la Sala en providencia 
motivada y ordenará la continuación del 
proceso en cuanto fuere necesario.

Contra las providencias a que se refiere 
este artículo no habrá recurso alguno.

Artículo  65a. Derogado por el art. 49, 
Ley 640 de 2001 , Adicionado por el art. 
73, Ley 446 de 1998

Artículo  65b. Adicionado por el art. 75, 
Ley 446 de 1998

Artículo  69. Derogado por el art. 167, 
Ley 446 de 1998 Los Centros de Con-
ciliación deberán contar con una sede 
dotada de los elementos administrativos 

y técnicos necesarios para servir de 
apoyo al trámite conciliatorio, y para dar 
capacitación a los conciliadores que se 
designen en desarrollo de esta Ley.

Artículo  71. Derogado por el art. 167, 
Ley 446 de 1998 Los Centros de Con-
ciliación deberán organizar y custodiar 
un archivo con las actas que contengan 
los acuerdos celebrados, y las que con-
tenga la constancia de no haber podido 
obtenerse acuerdo entre las partes, y 
podrán expedir copias auténticas de las 
mismas.

Artículo   73.  Derogado por el art. 49, 
Ley 640 de 2001 , Modificado por el art. 
99, Ley 446 de 1998 El conciliador de-
berá ser abogado titulado, salvo cuando 
se trate de Consultorios Jurídicos, y en 
todo caso de reconocida honorabilidad, 
calificado e imparcial, y su labor será 
la de dirigir libremente el trámite de la 
conciliación guiado por los principios de 
imparcialidad, equidad y justicia.

Parágrafo.  Como requisito previo al 
ejercicio de sus funciones, el conciliador 
deberá obtener capacitación especial, 
mediante la aprobación de los cursos di-
señados para el efecto, los cuales serán 
dictados por la Escuela Judicial «Rodrigo 
Lara Bonilla››, y por los Centros de Con-
ciliación autorizados.

Artículo    80. Derogado por el art. 49, 
Ley 640 de 2001  El procedimiento de 
conciliación concluye:

a) Con la firma del acta de conciliación 
que contenga el acuerdo al que llegaron 
las partes, especificando con claridad 
las obligaciones a cargo de cada una de 
ellas, la cual hace tránsito a cosa juzgada 
y presta mérito Ejecutivo.



Procuraduría General de la Nación

16

b) Con la suscripción de un acta en la 
que las partes y el conciliador dejen 
constancia de la imposibilidad de llegar 
a un acuerdo conciliatorio.

Artículo 81. Si la conciliación recae so-
bre la totalidad del litigio no habrá lugar 
al proceso respectivo, si el acuerdo fuere 
parcial, quedará constancia de ello en el 
acta y las partes quedarán en libertad de 
discutir en juicio solamente las diferen-
cias no conciliadas.

Comentarios: Es un legado que fue 
promovido por el Ministro de Justicia 
Jaime Giraldo Ángel, en el gobierno del 
presidente Cesar Gaviria. Esos postula-
dos como se verá han sido desarrollados 
por nuevas normas y con amplitud por 
la jurisprudencia constitucional, conten-
ciosa y por la Procuraduría General de 
la Nación.

El artículo 59 es el hito, consagra por 
primera vez la posibilidad de que las per-
sonas jurídicas de derecho público pue-
dan acudir a la conciliación prejudicial o 
judicial para dirimir conflictos de carácter 
particular y de contenido patrimonial ante 
la jurisdicción de lo contencioso adminis-

trativo, donde se ventilan los intereses de 
tales personas a través de las acciones 
consagradas en los artículos 85, 86 y 87 
del Código Contencioso Administrativo- 
CCA, Decreto-Ley 01 de 1984.

Reglamenta la conciliación en materia 
contencioso administrativa, en relación 
a: su procedencia, inasistencia a la au-
diencia, efectos del acta, intervención del 
Ministerio Público y la integración de los 
comités de conciliación de las entidades 
públicas.   

Dicta normas sobre descongestión de 
despachos judiciales, traslada compe-
tencias a funcionarios de tránsito y de 
policía, reglamenta la conciliación laboral, 
de familia, contencioso administrativa, 
procedencia, inasistencia a la audien-
cia, efectos del acta y de la audiencia, 
intervención del Ministerio Público e 
integración de comités de conciliación 
en entidades públicas. Reglamenta los 
centros de conciliación, calidades de 
conciliadores, desarrollo de la audiencia. 
Determina la conciliación en equidad, el 
arbitramento institucional e independien-
te, efectos, alcances, procedimiento. 
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Ley 270 de 1996
“Estatutaria de la Administración  

de Justicia”

Notas de Vigencia: 

Modificada por la Ley 1781 de 2016, 
‘por la cual se modifican los artícu-
los 15 y 16 de la Ley 270 de 1996, Esta-
tutaria de la Administración de Justicia›, 
publicada en el Diario Oficial No. 49.879 
de 20 de mayo de 2016

Modificada por el Acto Legislativo 2 de 
2015, ‘por medio del cual se adopta 
una reforma de equilibrio de poderes y 
reajuste institucional y se dictan otras 
disposiciones’, publicado en el Diario 
Oficial No. 49.560 de 1 de julio de 2015

Modificada por la Ley 1743 de 2014, 
‘por medio de la cual se establecen 
alternativas de financiamiento para la 
Rama Judicial’, publicada en el Diario 
Oficial No. 49.376 de 26 de diciembre 
de 2014.

Modificada por la Ley  1564  de 2012, 
publicada en el Diario Oficial No. 48.489 

de 12 de julio de 2012, ‹Por medio de 
la cual se expide el Código General del 
Proceso y se dictan otras disposiciones.›

Modificada por la Ley 1437 de 2011, 
publicada en el Diario Oficial No. 47.956 
de 18 de enero de 2011, ‘Por la cual 
se expide el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Ad-
ministrativo’. Rige a partir del dos (2) de 
julio del año 2012.

Modificada por la Ley 1285 de 2009, 
publicada en el Diario Oficial No. 47.240 
de 22 de enero de 2009, ‘Por medio de 
la cual se reforma la Ley 270 de 1996 Es-
tatutaria de la Administración de Justicia›

Mediante el Decreto 2697 de 2004, pu-
blicado en el Diario Oficial No. 45.651, 
de 25 de agosto de 2004, ‘se corrigen 
yerros tipográficos del Decreto 2637 del 
19 de agosto de 2004 por el cual se 
desarrolla el Acto Legislativo número 03 
de 2002› El artículo 4 ordena su nueva 
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publicación, la cual es publicada en el 
Diario Oficial No. 45.658, de 1 de sep-
tiembre de 2004

Modificada por el Decreto 2637 de 2004, 
publicada en el Diario Oficial No. 45.645, 
de 19 de agosto de 2004, ‹Por el cual se 
desarrolla el Acto Legislativo número 03 
de 2002›.

Modificada por el Artículo  14  del Acto 
Legislativo 1 de 2003 (modificatorio del 
Artículo 264 de la Constitución Política), 
‹por el cual se adopta una Reforma Polí-
tica Constitucional  y se dictan otras dis-
posiciones›, publicado en el Diario Oficial 
No. 45.237 de 3 de julio de 2003

Modificada por la Ley 771 de 2002, pu-
blicada en el Diario Oficial No. 44.936, de 
17 de septiembre de 2002, ‹Por la cual 
se modifica el artículo 134 y el numeral 6 
del artículo 152 de la Ley 270 de 1996›

Modificada por la Ley 585 de 2000, pu-
blicada en el Diario Oficial No. 44.063 de 
30 de junio de 2000, ‘Por medio de la 
cual se derogan, modifican y suprimen 
algunas disposiciones de la Ley 270 de 
1996 y Decreto 2699 de 1991›

Artículo 13. Numeral 3º Los particulares 
actuando como conciliadores o árbitros 

habilitados por las partes, en los términos 
que señale la ley. Tratándose de arbitraje, 
en el que no sea parte el estado o alguna 
de sus Entidades, los particulares po-
drán acordar las reglas de procedimiento 
a seguir, directamente o por referencia a 
la de un Centro de Arbitraje, respetando, 
en todo caso los principios Constitucio-
nales que integran el debido proceso

Artículo 42A. Adicionado por el art. 
13, Ley 1285 de 2009, así: Conciliación 
judicial y extrajudicial en materia con-
tencioso-administrativa. A partir de la 
vigencia de esta ley, cuando los asuntos 
sean conciliables, siempre constituirá re-
quisito de procedibilidad de las acciones 
previstas en los artículos 85, 86 y 87 del 
Código Contencioso Administrativo o en 
las normas que lo sustituyan, el adelan-
tamiento del trámite de la conciliación 
extrajudicial.

Comentario:  En el titulo primero se re-
fiere a los principios de la administración 
de justicia, allí a partir del artículo 2º se 
determinan: acceso a la justicia, derecho 
de defensa, celeridad y oralidad, autono-
mía de la rama, gratuidad, eficiencia y en 
el artículo 8º mecanismos alternativos de 
solución de conflictos.
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Ley 446 de 1998
“Por la cual se adoptan como legislación 
permanente algunas normas del  Decreto 

2651 de 1991, se modifican algunas 
del Código de Procedimiento  Civil, se 

derogan otras de la Ley 23 de 1991 y del 
Decreto 2279 de 1989,  se modifican y 

expiden normas del Código Contencioso 
Administrativo y se  dictan otras disposi-
ciones sobre descongestión, eficiencia y 

acceso a la justicia”

Notas de Vigencia: 

Modificada por la Ley  1564  de 2012, 
‹por medio de la cual se expide el 
Código General del Proceso y se 
dictan otras disposiciones› publicada 
en el Diario Oficial No. 48.489 de 12 
de julio de 2012. Consultar los artícu-
los 626 y 627 sobre las fechas y reglas 
de entrada en vigencia

Modificada por la Ley 1563 de 2012, 
publicada en el Diario Oficial No. 48.489 
de 12 de julio de 2012, ‘Por medio de 
la cual se expide el Estatuto de Arbitraje 
Nacional e Internacional y se dictan otras 
disposiciones’. Empezará a regir tres (3) 
meses después de su promulgación

Modificada por la Ley 1480 de 2011, pu-
blicada en el Diario Oficial No. 48.220 de 
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12 de octubre de 2011, ‘Por medio de la 
cual se expide el Estatuto del Consumi-
dor y se dictan otras disposiciones’. Rige 
a partir del 12 de abril de 2012 (Art. 84)

Modificada por la Ley 1437 de 2011, publi-
cada en el Diario Oficial No. 47.956 de 18 
de enero de 2011, ‘Por la cual se expide el 
Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo’. Rige a 
partir del dos (2) de julio del año 2012

Modificado por la Ley 1107 de 2006, 
publicada en el Diario Oficial No. 46.494 
de 27 de diciembre de 2006, ‘Por la cual 
se modifica el artículo  82  del Código 
Contencioso Administrativo, modificado 
por el artículo 30 de la Ley 446 de 1998›

Modificada por la Ley 962 de 2005, pu-
blicada en el Diario Oficial No. 45.963 de 
08 de julio de 2005, ‘Por la cual se dictan 
disposiciones sobre racionalización de 
trámites y procedimientos administrativos 
de los organismos y entidades del Estado 
y de los particulares que ejercen funcio-
nes públicas o prestan servicios públicos’

Modificada por la Ley 954 de 2005, 
publicada en el Diario Oficial No. 45.893 
de 28 de abril de 2005, ‘Por medio de la 
cual se modifican, adicionan y derogan 
algunos artículos de la Ley 446 de 1998 
y del Código Contencioso Administrati-
vo, y se dictan otras disposiciones sobre 
competencia, descongestión, eficiencia 
y acceso a la administración de justicia›

Modificada por la Ley 794 de 2003, pu-
blicada en el Diario Oficial No. 45.058 de 
9 de enero de 2003, ‘Por la cual se mo-
difica el Código de Procedimiento Civil, 
se regula el proceso ejecutivo y se dictan 
otras disposiciones’

Modificada por la Ley 640 de 2001, pu-
blicada en el Diario Oficial No. 44.303, 
del 24 de enero de 2001, ‘Por la cual se 
modifican conciliación y se dictan otras 
disposiciones

Adicionada por la Ley 589 del 6 de julio 
de 2000, ‹Por medio de la cual se tipifica 
el genocidio, la desaparición forzada, 
el   desplazamiento forzado y la tortura; 
y se dictan otras  disposiciones.›, publi-
cada en el Diario Oficial No. 44.073 del 7 
de julio de 2000

Modificada por la Ley 552 de 1999, ‹Por 
la cual se deroga el Título I de la Parte 
Quinta de la Ley 446 de 1998›, publicada 
en el Diario Oficial No. 43.839 del 1 de 
enero de 2000

Modificada por la Ley  510  de 1999, 
publicada en el Diario Oficial No 43.654 
del 4 de agosto de 1999, ‹Por la cual 
se dictan disposiciones en relación con 
el sistema financiero y asegurador, el 
mercado público de valores, las Super-
intendencias Bancaria y de Valores y se 
conceden unas facultades

Modificada por el Decreto 1122 de 1999, 
publicado en el Diario Oficial No. 43.622 
del 29 de junio de 1999, ‹Por el cual se dic-
tan normas para suprimir trámites, facilitar 
la actividad de los ciudadanos, contribuir a 
la eficiencia y eficacia de la Administración 
Pública y fortalecer el principio de la buena 
fe›. El Decreto 1122 de 1999 fue declarado 
INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional 
mediante Sentencia  C-923-99  del 18 de 
noviembre de 1999, Magistrado Ponente 
Dr. Alvaro Tafur Galvis

Mediante Sentencia  C-161-99  del 17 
de marzo de 1999, Magistrado Ponente 
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Dr. Carlos Gaviria Díaz, la Corte Consti-
tucional se INHIBIO ‹para emitir pronun-
ciamiento sobre la acusación presentada 
contra la integridad de la ley 446 de 
1998, por no haber sido publicada en 
la forma señalada en el aparte final del 
artículo 158 de la Carta, por carecer la 
Corte de competencia para ello›

El Decreto 1818 de 1998, publicado en 
el Diario Oficial No. 43.380, del 07 de 
septiembre de 1998, ‹Por medio del cual 
se expide el Estatuto de los mecanismos 
alternativos de solución de conflictos›, 
por las facultades que le confirió el artí-
culo 166 de esta Ley, compila las normas 
aplicables a la conciliación, al arbitraje, a 
la amigable composición y a la conci-
liación en equidad, que se encuentren 
vigentes en esta ley, en la Ley 23 de 
1991, en el Decreto 2279 de 1989  y en 
las demás disposiciones vigentes. 

Artículo 31.  Acción de reparación 
directa. Derogado por el art. 309, Ley 
1437 de 2011, a partir del 2 de julio de 
2012. El artículo 86 del Código Conten-
cioso Administrativo, quedará así:

“Artículo 86. Acción de reparación 
directa. La persona interesada podrá 
demandar directamente la reparación del 
daño cuando la causa sea un hecho, una 
omisión, una operación administrativa o 
la ocupación temporal o permanente de 
inmueble por causa de trabajos públicos 
o por cualquiera otra causa.

Las entidades públicas deberán pro-
mover la misma acción cuando resulten 
condenadas o hubieren conciliado por 
una actuación administrativa originada 
en culpa grave o dolo de un servidor 
o ex servidor público que no estuvo 

vinculado al proceso respectivo, o 
cuando resulten perjudicadas por la ac-
tuación de un particular o de otra entidad 
pública.”  Texto subrayado declarado 
EXEQUIBLE por la Corte Constitu-
cional, mediante  Sentencia C-338 de 
2006, por los cargos examinados.

Artículo 32. De las controversias con-
tractuales.  Derogado por el art. 309, 
Ley 1437 de 2011, a partir del 2 de 
julio de 2012. El artículo 87 del Código 
Contencioso Administrativo, quedará así: 
“Artículo 87. De las controversias con-
tractuales. Cualquiera de las partes de un 
contrato estatal podrá pedir que se declare 
su existencia o su nulidad y que se hagan 
las declaraciones, condenas o restitucio-
nes consecuenciales, que se ordene su 
revisión, que se declare su incumplimiento 
y que se condene al responsable a indem-
nizar los perjuicios y que se hagan otras 
declaraciones y condenas.

Los actos proferidos antes de la celebra-
ción del contrato, con ocasión de la ac-
tividad contractual, serán demandables 
mediante las acciones de nulidad y de 
nulidad y restablecimiento del derecho, 
según el caso, dentro de los treinta (30) 
días siguientes a su comunicación, notifi-
cación o publicación. La interposición de 
estas acciones no interrumpirá el proce-
so licitatorio, ni la celebración y ejecución 
del contrato. Una vez celebrado éste, la 
ilegalidad de los actos previos solamente 
podrá invocarse como fundamento de 
nulidad absoluta del contrato.

El Ministerio Público o cualquier tercero 
que acredite un interés directo podrá 
pedir que se declare su nulidad absoluta. 
El Juez Administrativo queda facultado 
para declararla de oficio cuando esté 
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plenamente demostrada en el proceso. 
En todo caso, dicha declaración sólo 
podrá hacerse siempre que en él inter-
vengan las partes contratantes o sus 
causahabientes.

En los procesos ejecutivos derivados de 
condenas impuestas por la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa se aplicará la 
regulación del proceso ejecutivo singular 
de mayor cuantía contenida en el Código 
de Procedimiento Civil.”

Artículo 64. Definición. La conciliación 
es un mecanismo de resolución de 
conflictos a través del cual, dos o más 
personas gestionan por sí mismas la 
solución de sus diferencias, con la ayuda 
de un tercero neutral y calificado, deno-
minado conciliador.

Comentario: el Artículo 64 es incorpo-
rado en el Decreto 1818 de 1998 artí-
culo 1, publicado en el diario oficial No. 
43.380, del 7 de septiembre de 1998 
“por medio del cual se expide el Estatuto 
de los mecanismo alternativos de solu-
ción de conflictos” 

Artículo 65. Asuntos conciliables. In-
corporado en el Estatuto de los Me-
canismos Alternativos de Solución de 
Conflictos, Decreto 1818 de 1998 en su  
artículo 2. 

Artículo 66. Efectos. Incorporado en el 
Estatuto de los Mecanismos Alternativos 
de Solución de Conflictos, Decreto 1818 
de 1998 en su artículo 3.

Artículo 67. Clases. Artículo derogado 
por el artículo 49 de la Ley 640 de 2001, 
a partir del 24 de enero de 2002.

Artículo 70. Asuntos susceptibles de 
conciliación.  Incorporado en el Esta-
tuto de los Mecanismos Alternativos de 
Solución de Conflictos, Decreto 1818 de 
1998 en su artículo 56.

Artículo 71. Revocatoria directa.  In-
corporado en el Estatuto de los Me-
canismos Alternativos de Solución de 
Conflictos, Decreto 1818 de 1998 en su 
artículo 57.

Comentarios: En su artículo 64 define 
la conciliación como un mecanismo al-
ternativo de solución de conflictos, por 
medio del cual dos o más personas ges-
tionan la solución directa de sus diferen-
cias, con la ayuda de un tercero neutral 
y calificado denominado conciliador, es 
decir, le da un estatus especial como 
sujeto de las controversias. 

Esta ley dedicó el capítulo 2 del título I de 
la parte III para regular aspectos relacio-
nados con la conciliación para asuntos 
administrativos y estatuye la misma 
como requisito de procedibilidad. 

El artículo 80 dispone que la conciliación 
prejudicial es facultativa para los medios 
de control nulidad y restablecimiento del 
derecho, reparación directa y la acción 
contractual. 

El artículo 81 de esa misma ley determi-
na que esa modalidad de conciliación 
de conciliación facultativa sólo procede 
cuanto no proceda la vía gubernativa o 
cuando la misma ya se encuentre agota-
da. Así las cosas queda supeditada a la 
vía gubernativa.

Cabe anotar que el legislador consagró 
la conciliación como requisito de pro-
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cedibilidad en asuntos laborales en la 
jurisdicción ordinaria en el artículo 68 
de la Ley 446 de 1998, norma que con 
posterioridad sería declarada inexequible 
por la Corte Constitucional mediante 
sentencia C- 160 de 1999. Se consideró 
que si bien la norma en sí misma no era 
inconstitucional, el legislador no había 

establecido los mínimos requisitos ope-
rativos para entrar en funcionamiento y 
garantizar de manera real y efectiva su 
puesta en marcha. Queda entonces defi-
nido como precedente que en lo sustan-
tivo, sí es procedente la conciliación en 
materia laboral. 
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Decreto 1818 
 de 1998

“Por medio del cual se expide el Estatuto 
de los mecanismos alternativos de solu-

ción de conflictos”

Notas de Vigencia: 

La presente ley empezó a regir el 7 de 
septiembre de 1998. Diario Oficial No. 
43.380, del 07 de septiembre de 1998.

Modificado por la Ley  1564  de 2012, 
publicada en el Diario Oficial No. 
48.489 de 12 de julio de 2012, ‹Por 
medio de la cual se expide el Código 
General del Proceso y se dictan otras 
disposiciones.›

Modificado por la Ley 1563 de 2012, 
publicada en el Diario Oficial No. 48.489 
de 12 de julio de 2012, ‘Por medio de 
la cual se expide el Estatuto de Arbitraje 
Nacional e Internacional y se dictan otras 
disposiciones’. Empezará a regir tres (3) 
meses después de su promulgación.

Modificado por la Ley  1437  de 2011, 
publicada en el Diario Oficial No. 47.956 
de 18 de enero de 2011, ‹Por la cual 
se expide el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Ad-
ministrativo›. Rige a partir del dos (2) de 
julio del año 2012.

Modificado por la Ley 1098 de 2006, publi-
cada en el Diario Oficial No. 46.446 de 8 de 
noviembre de 2006, ‘Por la cual se expide 
el Código de la Infancia y la Adolescencia’, 
‘a excepción de los artículos 320 a 325 y 
los relativos al juicio especial de alimentos 
los cuales quedan vigentes›

Modificado por la Ley 794 de 2003, 
publicada en el Diario Oficial No. 45.058 
de 9 de enero de 2003, ‘Por la cual se 
modifica el Código de Procedimiento 
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Civil, se regula el proceso ejecutivo y se 
dictan otras disposiciones’

Modificado por la Ley 640 de 2001, 
publicada en el Diario Oficial No. 44.303, 
del 24 de enero de 2001, ‘Por la cual se 
modifican conciliación y se dictan otras 
disposiciones’.

Los artículos  135  y  136  de este De-
creto fueron declarados NULOS por el 
Consejo de Estado, tal como consta en 
el Expediente 5826 de 9 de noviembre 
de 2000, Sección Primera, Magistrado 
Ponente Dr. Gabriel Eduardo Mendoza 
martelo

Los artículos 121, 126, 138, 155 nume-
rales 4 y 5, y  163  numeral 3, de este 
Decreto fueron declarados NULOS por 
el Consejo de Estado, tal como consta 
en el Expediente 5191 del 8 de abril de 
1999, Sección Primera, Magistrado Po-
nente Dr. Juan Alberto Polo Figueroa

Los artículos 121, 138, 155, 163 nume-
ral 3, de este Decreto fueron suspendi-
dos por el Consejo de Estado, tal como 
consta en el Expediente 5191 del 15 
de octubre de 1998, Sección Primera, 
Magistrado Ponente Juan Alberto Polo 
Figueroa

Artículo  1º. Definición. La conciliación 
es un mecanismo de resolución de con-
flictos a través del cual, dos o más perso-
nas gestionan por sí mismas la solución 
de sus diferencias, con la ayuda de un 
tercero neutral y calificado, denominado 
conciliador. (Artículo 64 Ley 446 de 1998).

Artículo 2. Asuntos conciliables. Se-
rán conciliables todos los asuntos sus-
ceptibles de transacción, desistimiento y 

aquellos que expresamente determine la 
ley. (Artículo 65 Ley 446 de 1998).

Artículo 3. Efectos. El acuerdo conci-
liatorio hace tránsito a cosa juzgada y el 
acta de conciliación presta mérito ejecu-
tivo. (Artículo 66 Ley 446 de 1998).

Artículo 4o. Clases. Artículo derogado 
por el artículo 49 de la Ley 640 de 2001, 
a partir de 24 de enero de 2002.

Artículo 56. Asuntos susceptibles de 
conciliación.  Podrán conciliar, total o 
parcialmente, en las etapas prejudicial o 
judicial, las personas jurídicas de derecho 
público, a través de sus representantes 
legales o por conducto de apoderado, 
sobre conflictos de carácter particular y 
contenido económico de que conozca 
o pueda conocer la jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo a través de 
las acciones previstas en los artículos 85, 
86 y 87 del Código Contencioso Admi-
nistrativo.

Parágrafo 1. En los procesos ejecutivos 
de que trata el artículo 75 de la Ley 80 de 
1993, la conciliación procederá siempre 
que en ellos se hayan propuesto excep-
ciones de mérito.

Parágrafo 2. No puede haber concilia-
ción en los asuntos que versen sobre 
conflictos de carácter tributario (artículo 
70 de la Ley 446 de 1998 que modifica el 
artículo 59 de la Ley 23 de 1991).

Artículo 57. Revocatoria directa. Cuan-
do medie acto administrativo de carácter 
particular, podrá conciliarse sobre los efec-
tos económicos del mismo si se da alguna 
de las causales del artículo 69 del Código 
Contencioso Administrativo, evento en el 
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cual, una vez aprobada la conciliación, se 
entenderá revocado el acto y sustituido 
por el acuerdo logrado (artículo 71 de la 
Ley 446 de 1998 que modifica el artículo 
62 de la Ley 23 de 1991).

Artículo 58. Sanciones. Artículo deroga-
do por el artículo 49 de la Ley 640 de 
2001, a partir de 24 de enero de 2002.

Comentarios: Define el arbitramento, 
indica sus principios, clases y  procedi-
miento.

Define los mecanismos alternativos 
de solución de conflictos, las normas 
aplicables a la conciliación judicial, ex-
trajudicial, contencioso administrativa, 
conciliadores, procedimientos. 

Determina las materias de competencia 
de los centros de conciliación extrajudi-
cial. 

Define las calidades del conciliador, 
impedimentos, recusaciones e inhabili-
dades. 
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Decreto ley 262 
 de 2000

“Por el cual se modifican la estructura y la 
organización de la Procuraduría General 
de la Nación y del Instituto de Estudios 

del Ministerio Público; el régimen de 
competencias interno de la Procuraduría 
General; se dictan normas para su fun-
cionamiento; se modifica el régimen de 
carrera de la Procuraduría General de la 

Nación, el de inhabilidades e incompatibi-
lidades de sus servidores y se regulan las 
diversas situaciones administrativas a las 

que se encuentren sujetos.”
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Notas de vigencia 

Modificado por el Decreto 1511 de 2018
Modificado por el Decreto 2246 de 2011
Modificado parcialmente por la Ley 1367 
de 2009

Artículo   44. Procuradores judiciales 
con funciones de intervención en los 
procesos contencioso administra-
tivos.  Los procuradores judiciales con 
funciones de intervención en los proce-
sos contencioso administrativos actuarán 
ante los tribunales y los juzgados adminis-
trativos, ante los tribunales de arbitramen-
to, cámaras de comercio y asociaciones 
profesionales gremiales que conozcan 
procesos contencioso administrativos y 
demás autoridades que señale la ley.

Igualmente, intervienen en los procesos 
de pérdida de investidura de los alcaldes, 
diputados y concejales y promueven las 
acciones de pérdida de investidura con-
forme a la ley.

Parágrafo. Adicionado numerales por el 
Artículo 5 de la Ley 1367 de 2009. Ade-
más de las funciones de intervención en 
los procesos contencioso administrati-
vos, los procuradores judiciales cumplen 
las siguientes funciones:

1. Velar porque se haga efectiva la res-
ponsabilidad patrimonial de los servidores 
o exservidores públicos y los particulares 
por cuya conducta pueda ser o haya sido 
declarada responsable una entidad esta-
tal, por sentencia judicial proferida por las 
autoridades jurisdiccionales ante las que 
actúan, conforme a la Constitución y la ley.

2. Velar porque se haga efectiva la res-
ponsabilidad patrimonial de los servido-

res o exservidores públicos y los particu-
lares cuando se hubieren conciliado ante 
los tribunales, jueces administrativos y 
cámaras de comercio pretensiones de 
la misma naturaleza y de ello se deriven 
obligaciones patrimoniales a cargo de 
las entidades estatales.

3. Remitir, oportunamente, a los respec-
tivos procuradores regionales la infor-
mación relacionada con las sentencias 
proferidas contra las entidades públicas 
que hayan sido declaradas responsables 
en los procesos administrativos.

4. Adicionado por el art. 5, Ley 1367 de 
2009. Promover los acuerdos de con-
ciliación en todas las modalidades de 
pretensión cuando sean procedentes de 
conformidad con el ordenamiento jurídi-
co vigente; y adelantar los procesos de 
validación y audiencias.

5. Adicionado por el art. 5, Ley 1367 de 
2009. 5. Propender por la reconsidera-
ción de los comités de conciliación si 
fuere necesario e intervenir en defensa 
de los acuerdos cuando fueren impug-
nados 

6.  Adicionado por el art. 5, Ley 1367 
de 2009.Compulsar las copias perti-
nentes y conducentes si hubiere lugar 
a determinar conductas disciplinables 
o responsabilidades fiscales o penales 
de los servidores públicos o de parti-
culares.

7. Adicionado por el art. 5, Ley 1367 de 
2009. Diseñar y adelantar los programas 
correctivos a fin de prevenir situaciones 
estructurales generadas por las adminis-
traciones públicas lesivas al interés y el 
patrimonio público. 
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8. Adicionado por el art. 5, Ley 1367 de 
2009. Adelantar las campañas necesa-
rias para fortalecer el conocimiento de 
los deberes y derechos que se generen 
por las relaciones entre el Estado y los 
particulares. 

Comentarios: Se modifican la estruc-
tura y la organización de la Procuraduría 
General de la Nación y del Instituto de 

Estudios del Ministerio Público; el ré-
gimen de competencias interno de la 
Procuraduría General; se dictan normas 
para su funcionamiento; se modifica el 
régimen de carrera de la Procuraduría 
General de la Nación, el de inhabilidades 
e incompatibilidades de sus servidores 
y se regulan las diversas situaciones 
administrativas a las que se encuentren 
sujetos.
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Ley 640 de 2001
(enero 5)
Diario Oficial  

No. 44.303 de 24 
de enero de 2001

“Por la cual se modifican normas relativas 
a la conciliación y se dictan otras 

disposiciones”
Notas de vigencia: 

La ley 640 de 2001 en su  artículo 49 
deroga los artículos 67, 74, 76, 78, 79, 
88, 89, 93, 95, 97, 98 y 101 de la Ley 
446 de 1998 y los artículos 28, 29, 34, 
42, 60, 65, 65-A parágrafo, 72, 73, 75 y 
80 de la Ley 23 de 1991.
Modificada por la Ley  1564  de 2012, 
‹por medio de la cual se expide el Códi-
go General del Proceso y se dictan otras 
disposiciones› publicada en el Diario Ofi-

cial No. 48.489 de 12 de julio de 2012. 
Consultar los artículos 626 y 627 sobre 
las fechas y reglas de entrada en vigencia
Modificada por la Ley 1437 de 2011, 
publicada en el Diario Oficial No. 47.956 
de 18 de enero de 2011, ‘Por la cual 
se expide el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Ad-
ministrativo’. Rige a partir del dos (2) de 
julio del año 2012
Modificado por la Ley 1395 de 2010, 
publicada en el Diario Oficial No. 47.768 
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de 12 de julio de 2010, ‘Por la cual se 
adoptan medidas en materia de descon-
gestión judicial’

Artículo 1. Acta de Conciliación.  El 
acta del acuerdo conciliatorio deberá 
contener lo siguiente:

1. Lugar, fecha y hora de audiencia de 
conciliación.

2. Identificación del Conciliador.
3. Identificación de las personas citadas 

con señalamiento expreso de las que 
asisten a la audiencia.

4. Relación sucinta de las pretensiones 
motivo de la conciliación.

5. El acuerdo logrado por las partes 
con indicación de la cuantía, modo, 
tiempo y lugar de cumplimiento de las 
obligaciones pactadas.

Parágrafo 1. A las partes de la concilia-
ción se les entregará copia auténtica del 
acta de conciliación con constancia de 
que se trata de primera copia que presta 
mérito ejecutivo.

Parágrafo 2. <Parágrafo modificado por 
del artículo 620 de la Ley 1564 de 2012. 
El nuevo texto es el siguiente:> Las partes 
deberán asistir personalmente a la au-
diencia de conciliación y podrán hacerlo 
junto con su apoderado. Con todo, en 
aquellos eventos en los que el domicilio 
de alguna de las partes no esté en el mu-
nicipio del lugar donde se vaya a celebrar 
la audiencia o alguna de ellas se encuen-
tre por fuera del territorio nacional, la au-
diencia de conciliación podrá celebrarse 
con la comparecencia de su apoderado 
debidamente facultado para conciliar, aun 
sin la asistencia de su representado.

Parágrafo 3. En materia de lo conten-
cioso administrativo el trámite conciliato-

rio, desde la misma presentación de la 
solicitud deberá hacerse por medio de 
abogado titulado quien deberá concurrir, 
en todo caso, a las audiencias en que se 
lleve a cabo la conciliación.

Comentario: El presente parágrafo fue 
declarado exequible por la Corte Constitu-
cional mediante Sentencia C-033 de 2005, 
Magistrado ponente Álvaro Tafur Galvis

Parágrafo 4. <Parágrafo adicionado por 
el artículo 51 de la Ley 1395 de 2010. El 
nuevo texto es el siguiente:> En ningún 
caso, las actas de conciliación requerirán 
ser elevadas a escritura pública.

Artículo 2. Constancias. El conciliador 
expedirá constancia al interesado en la 
que se indicará la fecha de presentación 
de la solicitud y la fecha en que se cele-
bró la audiencia o debió celebrarse, y se 
expresará sucintamente el asunto objeto 
de conciliación, en cualquiera de los si-
guientes eventos:

1. Cuando se efectúe la audiencia de 
conciliación sin que se logre acuerdo.

2. Cuando las partes o una de ellas no 
comparezca a la audiencia. En este 
evento deberán indicarse expresa-
mente las excusas presentadas por la 
inasistencia si las hubiere.

3. Cuando se presente una solicitud para la 
celebración de una audiencia de conci-
liación, y el asunto de que se trate no sea 
conciliable de conformidad con la ley. 

En este evento la constancia deberá ex-
pedirse dentro de los 10 días calendario 
siguiente a la presentación de la solicitud.

En todo caso, junto con la constancia se 
devolverán los documentos aportados 
por los interesados. Los funcionarios pú-
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blicos facultados para conciliar conser-
varán las copias de las constancias que 
expidan y los conciliadores de los cen-
tros de conciliación deberán remitirlas al 
centro de conciliación para su archivo.

Artículo 3. Clases. La conciliación podrá 
ser judicial si se realiza dentro de un pro-
ceso judicial, o extrajudicial, si se realiza 
antes o por fuera de un proceso judicial.

La conciliación extrajudicial se deno-
minará en derecho cuando se realice a 
través de los conciliadores de centros 
de conciliación o ante autoridades en 
cumplimiento de funciones conciliato-
rias; y en equidad cuando se realice ante 
conciliadores en equidad.

Parágrafo.  Las remisiones legales a la 
conciliación prejudicial o administrativa 
en materia de familia se entenderán 
hechas a la conciliación extrajudicial; y el 
vocablo genérico de «conciliador» rem-
plazará las expresiones de «funcionario» 
o «inspector de Trabajo» contenidas 
en normas relativas a la conciliación en 
asuntos laborales.

Artículo 4. Gratuidad.  Los trámites de 
conciliación que se celebren ante funciona-
rios públicos facultados para conciliar, ante 
centros de conciliación de consultorios 
jurídicos de facultades de derecho y de 
las entidades públicas serán gratuitos. Los 
notarios podrán cobrar por sus servicios 
de conformidad con el marco tarifario que 
establezca el Gobierno Nacional.

Artículo 8. Obligaciones del Concilia-
dor. El conciliador tendrá las siguientes 
obligaciones:

1. Citar a las partes de conformidad con 
lo dispuesto en esta ley.

2. Hacer concurrir a quienes, en su crite-
rio, deban asistir a la audiencia.

3. Ilustrar a los comparecientes sobre el ob-
jeto, alcance y límites de la conciliación.

4. Motivar a las partes para que presen-
ten fórmulas de arreglo con base en 
los hechos tratados en la audiencia.

5. Formular propuestas de arreglo.
6. Levantar el acta de la audiencia de 

conciliación.
7. Registrar el acta de la audiencia de 

conciliación de conformidad con lo 
previsto en esta ley.

Parágrafo.  Es deber del conciliador 
velar por que no se menoscaben los de-
rechos ciertos e indiscutibles, así como 
los derechos mínimos e intransigibles.

Artículo 15. Conciliación ante Ser-
vidores Públicos. Los servidores pú-
blicos facultados para conciliar deberán 
archivar las constancias y las actas y an-
tecedentes de las audiencias de concilia-
ción que celebren, de conformidad con 
el reglamento que el Gobierno Nacional 
expida para el efecto.

Igualmente, deberán remitir al Ministerio 
de Justicia y del Derecho, en los meses 
de enero y julio, una relación del número 
de solicitudes radicadas, de las materias 
objeto de las controversias, del número 
de acuerdos conciliatorios y del número 
de audiencias realizadas en cada perío-
do. Los servidores públicos facultados 
para conciliar proporcionarán toda la 
información adicional que el Ministerio 
de Justicia y del Derecho les solicite en 
cualquier momento.

Artículo 19. Conciliación.  Se podrán 
conciliar todas las materias que sean 
susceptibles de transacción, desisti-
miento y conciliación, ante los concilia-
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dores de centros de conciliación, ante 
los servidores públicos facultados para 
conciliar a los que se refiere la presente 
ley y ante los notarios.

Artículo 20. Audiencia de Concilia-
ción Extrajudicial en Derecho.  Si 
de conformidad con la ley el asunto es 
conciliable, la audiencia de conciliación 
extrajudicial en derecho deberá intentar-
se en el menor tiempo posible y, en todo 
caso, tendrá que surtirse dentro de los 
tres (3) meses siguientes a la presenta-
ción de la solicitud. Las partes por mutuo 
acuerdo podrán prolongar este término.

La citación a la audiencia deberá comu-
nicarse a las partes por el medio que el 
conciliador considere más expedito y efi-
caz, indicando sucintamente el objeto de 
la conciliación e incluyendo la mención 
a las consecuencias jurídicas de la no 
comparecencia.

Parágrafo.  Las autoridades de policía 
prestarán toda su colaboración para 
hacer efectiva la comunicación de la ci-
tación a la audiencia de conciliación.

Artículo 21. Suspensión de la Pres-
cripción o de la Caducidad.  La pre-
sentación de la solicitud de conciliación 
extrajudicial en derecho ante el concilia-
dor suspende el término de prescripción 
o de caducidad, según el caso, hasta 
que se logre el acuerdo conciliatorio o 
hasta que el acta de conciliación se haya 
registrado en los casos en que este trá-
mite sea exigido por la ley o hasta que se 
expidan las constancias a que se refiere 
el artículo 2o. de la presente ley o hasta 
que se venza el término de tres (3) meses 
a que se refiere el artículo anterior, lo que 
ocurra primero. Esta suspensión operará 
por una sola vez y será improrrogable.

Artículo 22. Inasistencia a la Audien-
cia de Conciliación Extrajudicial en 
Derecho.  Salvo en materias laboral, 
policiva y de familia, si las partes o algu-
na de ellas no comparece a la audiencia 
de conciliación a la que fue citada y no 
justifica su inasistencia dentro de los tres 
(3) días siguientes, su conducta podrá 
ser considerada como indicio grave en 
contra de sus pretensiones o de sus 
excepciones de mérito en un eventual 
proceso judicial que verse sobre los mis-
mos hechos.

Artículo 23. Conciliación Extrajudi-
cial en Materia de lo Contencioso 
Administrativo.  <Aparte tachado 
INEXEQUIBLE>  Las conciliaciones ex-
trajudiciales en materia de lo contencio-
so administrativo sólo podrán ser ade-
lantadas ante los Agentes del Ministerio 
Público asignados a esta jurisdicción  y 
ante los conciliadores de los centros de 
conciliación autorizados para conciliar en 
esta materia.

Artículo 24. Aprobación Judicial de 
Conciliaciones Extrajudiciales en 
Materia de lo Contencioso Adminis-
trativo. Las actas que contengan conci-
liaciones extrajudiciales en materia de lo 
contencioso administrativo se remitirán 
a más tardar dentro de los tres (3) días 
siguientes al de su celebración, al Juez o 
Corporación que fuere competente para 
conocer de la acción judicial respectiva, 
a efecto de que imparta su aprobación o 
improbación. El auto aprobatorio no será 
consultable.

Artículo 25. Pruebas en la Concilia-
ción Extrajudicial. Durante la celebra-
ción de la audiencia de conciliación ex-
trajudicial en asuntos de lo contencioso 
administrativo los interesados podrán 
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aportar las pruebas que estimen perti-
nentes. Con todo, el conciliador podrá 
solicitar que se alleguen nuevas pruebas 
o se complementen las presentadas por 
las partes con el fin de establecer los 
presupuestos de hecho y de derecho 
para la conformación del acuerdo con-
ciliatorio.

Las pruebas tendrán que aportarse 
dentro de los veinte (20) días calendario 
siguientes a su solicitud. Este trámite no 
dará lugar a la ampliación del término de 
suspensión de la caducidad de la acción 
previsto en la ley.

Si agotada la oportunidad para aportar 
las pruebas según lo previsto en el inciso 
anterior, la parte requerida no ha aporta-
do las solicitadas, se entenderá que no 
se logró el acuerdo.

Artículo 35. Requisito de Procedibi-
lidad. Artículo modificado por el artícu-
lo 52 de la Ley 1395 de 2010. El nuevo 
texto es el siguiente:> En los asuntos 
susceptibles de conciliación, la concilia-
ción extrajudicial en derecho es requisito 
de procedibilidad para acudir ante las ju-
risdicciones civil, de familia y contencio-
so administrativa, de conformidad con lo 
previsto en la presente ley para cada una 
de estas áreas. En los asuntos civiles y 
de familia podrá cumplirse el requisito de 
procedibilidad mediante la conciliación 
en equidad.

Realizada la audiencia sin que se haya 
logrado acuerdo conciliatorio total o 
parcial, se prescindirá de la conciliación 
prevista en el artículo 101 del Código de 
Procedimiento Civil o de la oportunidad 
de conciliación que las normas aplica-
bles contemplen como obligatoria en 
el trámite del proceso, salvo cuando el 

demandante solicite su celebración.

El requisito de procedibilidad se enten-
derá cumplido cuando se efectúe la au-
diencia de conciliación sin que se logre 
el acuerdo, o cuando vencido el término 
previsto en el inciso 1o del artículo 20 de 
esta ley la audiencia no se hubiere cele-
brado por cualquier causa; en este últi-
mo evento se podrá acudir directamente 
a la jurisdicción con la sola presentación 
de la solicitud de conciliación.

Con todo, podrá acudirse directamente 
a la jurisdicción cuando bajo la gravedad 
de juramento, que se entenderá presta-
do con la presentación de la demanda, 
se manifieste que se ignora el domicilio, 
el lugar de habitación y el lugar de trabajo 
del demandado, o que este se encuentra 
ausente y no se conoce su paradero.

<Aparte tachado derogado por el inciso 
2o. del artículo 309 de la Ley 1437 de 
2011> Cuando en el proceso de que se 
trate, y se quiera solicitar el decreto y la 
práctica de medidas cautelares, se po-
drá acudir directamente a la jurisdicción. 

De lo contrario tendrá que intentarse la 
conciliación extrajudicial como requisito 
de procedibilidad, de conformidad con lo 
previsto en la presente ley.

Parágrafo 1º. Cuando la conciliación 
extrajudicial sea requisito de procedibi-
lidad y se instaure la demanda judicial, 
sin perjuicio de lo previsto en los artícu-
los 22 y 29 de esta ley el juez impondrá 
multa a la parte que no haya justificado 
su inasistencia a la audiencia. Esta multa 
se impondrá hasta por valor de dos (2) 
salarios mínimos legales mensuales vi-
gentes en favor del Consejo Superior de 
la Judicatura.
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Parágrafo 3º. En los asuntos contencio-
sos administrativos, antes de convocar 
la audiencia, el procurador judicial veri-
ficará el cumplimiento de los requisitos 
establecidos en la ley o en el reglamento. 
En caso de incumplimiento, el procura-
dor, por auto, indicará al solicitante los 
defectos que debe subsanar, para lo 
cual concederá un término de cinco (5) 
días, contados a partir del día siguiente a 
la notificación del auto, advirtiéndole que 
vencido este término, sin que se hayan 
subsanado, se entenderá que desiste de 
la solicitud y se tendrá por no presen-
tada. La corrección deberá presentarse 
con la constancia de recibida por el 
convocado. Contra el auto que ordena 
subsanar la solicitud de conciliación sólo 
procede el recurso de reposición.

Comentario: El presente parágrafo fue 
declarado exequible por la Corte Cons-
titucional mediante Sentencia C-598 de 
2011, Magistrado ponente Dr. Jorge 
Ignacio Pretelt Chaljub

Artículo 36. Rechazo de la Demanda.  
La ausencia del requisito de procedibili-
dad de que trata esta ley, dará lugar al 
rechazo de plano de la demanda.

Artículo 37.  Requisito de procedibi-
lidad en asuntos de lo contencioso 
administrativo.  <Artículo corregido por 
el Artículo 2o. del Decreto 131 de 2001, 
el texto corregido es el siguiente:> Antes 
de incoar cualquiera de las acciones pre-
vistas en los artículos 86 y 87 del Código 
Contencioso Administrativo, las partes, 
individual o conjuntamente, deberán 
formular solicitud de conciliación extra-
judicial, si el asunto de que se trate es 
conciliable. La solicitud se acompañará 
de la copia de la petición de conciliación 
enviada a la entidad o al particular, según 

el caso, y de las pruebas que fundamen-
ten las pretensiones.

Parágrafo 1º.  Este requisito no se 
exigirá para el ejercicio de la acción de 
repetición.

Parágrafo 2º. Cuando se exija cumplir el 
requisito de procedibilidad en materia de 
lo contencioso administrativo, si el acuer-
do conciliatorio es improbado por el Juez 
o Magistrado, el término de caducidad 
suspendido por la presentación de la soli-
citud de conciliación se reanudará a partir 
del día siguiente hábil al de la ejecutoria 
de la providencia correspondiente.

Comentarios: El artículo 35 de esta ley 
va más allá en la conciliación como so-
porte de la justicia y la establece, como 
un requisito de procedibilidad para acu-
dir ante la jurisdicción de lo contencioso 
administrativa, civil y de familia. 

El artículo 37 la desarrolló como requisito 
de procedibilidad, que se debe agotar 
en forma obligatoria para acudir en la 
justicia a los asuntos de lo contencioso 
administrativo en particular para incoar 
las acciones previstas en los artículos 
861 y 872 del anterior Código Contencio-

1 “Artículo 86. Acción de reparación directa. La perso-
na interesada podrá demandar directamente la repa-
ración del daño cuando la causa sea un hecho, una 
omisión, una operación administrativa o la ocupación 
temporal o permanente de inmueble por causa de 
trabajos públicos o por cualquiera otra causa.  

 Las entidades públicas deberán promover la misma 
acción cuando resulten condenadas o hubieren con-
ciliado por una actuación administrativa originada en 
culpa grave o dolo de un servidor o ex servidor pú-
blico que no estuvo vinculado al proceso respectivo, 
o cuando resulten perjudicadas por la actuación de 
un particular o de otra entidad pública”. 

2 “Artículo 87.  De las controversias contractua-
les. Cualquiera de las partes de un contrato estatal 
podrá pedir que se declare su existencia o su nu-
lidad y que se hagan las declaraciones, condenas 
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so Administrativo si el asunto de que se 
trate sea conciliable.

El parágrafo 1 del artículo 37 menciona-
do excluyó el requisito de procedibilidad 
en la acción de repetición. 

El artículo 23 dispone que las concilia-
ciones extrajudiciales en materia de lo 
contencioso administrativo serían ade-
lantadas ante los Agentes del Ministerio 
Público, es decir por Procuradores,  y 
ante los centros de conciliación autori-
zados para conciliar en esta materia. El 
primer aspecto declarado exequible y el 
control de conciliación privadas inexe-
quible por la Sentencia C-893 de 2001.

La Corte Constitucional en sentencia C- 
314 de 2002 resolvió declarar la consti-
tucionalidad del artículo 37 de la Ley 640 
de 2001, que se analizó en cuanto al re-
quisito de procedibilidad, por considerar 
que el legislador, en uso de su poder de 
configuración normativa puede diseñar 
la estructura y funcionamiento de los 
mecanismos alternativos de solución de 

o restituciones consecuenciales, que se ordene su 
revisión, que se declare su incumplimiento y que se 
condene al responsable a indemnizar los perjuicios 
y que se hagan otras declaraciones y condenas.  

  Los actos proferidos antes de la celebración del con-
trato, con ocasión de la actividad contractual, serán 
demandables mediante las acciones de nulidad y 
de nulidad y restablecimiento del derecho, según 
el caso, dentro de los treinta (30) días siguientes a 
su comunicación, notificación o publicación. La 
interposición de estas acciones no interrumpirá el 
proceso licitatorio, ni la celebración y ejecución del 
contrato. Una vez celebrado éste, la ilegalidad de 
los actos previos solamente podrá invocarse como 
fundamento de nulidad absoluta del contrato.  

  El Ministerio Público o cualquier tercero que acredite 
un interés directo podrá pedir que se declare su nuli-
dad absoluta. El Juez Administrativo queda facultado 
para declararla de oficio cuando esté plenamente 
demostrada en el proceso. En todo caso, dicha decla-
ración sólo podrá hacerse siempre que en él interven-
gan las partes contratantes o sus causahabientes”.  

conflictos y, en concreto, para definir qué 
medios de control deben agotar la conci-
liación como requisito de procedibilidad. 

El artículo 23 estableció que los agentes 
del Ministerio Público están faculta-
dos para adelantar las conciliaciones 
extrajudiciales en materia contencioso 
administrativo. A su vez en este artículo 
se declara inexequible lo relativo las con-
ciliaciones por centros de conciliación 
privados. 

Esta última regla fue declarada inexequi-
ble por la Corte Constitucional mediante 
sentencia C- 893 de 20013. Con la 
anterior se determina entonces que en 
asuntos contenciosos administrativos 
la única institución, para conciliar este 
tipo de controversias competente es la 
Procuraduría General de la Nación.

3 Por medio de la cual se declaró inexequible  los 
artículos 12, 30 y 39 de la Ley 640 de 2001, que 
permitían, entre otros, la conciliación extrajudicial 
en materia de lo contencioso administrativo ante 
los conciliadores de los centros de conciliación 
autorizados para conciliar en esta materia.
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Ley 1285 de 2009
(enero 22)

 “Por medio de la cual se reforma la 
Ley 270 de 1996 Estatutaria de la Admi-

nistración de Justicia”

Notas de Vigencia: 

Modificada por la Ley 1564 de 2012, 
‘por medio de la cual se expide el Códi-
go General del Proceso y se dictan otras 
disposiciones’ publicada en el Diario 
Oficial No 48.489 de 12 de julio de 2012. 

Artículo  13. Adiciona Artículo 42A de 
la Ley 270 de 1996. Apruébese como 
artículo nuevo de la Ley 270 de 1996 el 
siguiente: Reglamentado por el Decreto 
Nacional 1716 de 2009.

“Artículo 42A.  Conciliación judicial y 
extrajudicial en materia contencioso-ad-
ministrativa. A partir de la vigencia de 
esta ley, cuando los asuntos sean con-
ciliables, siempre constituirá requisito de 

procedibilidad de las acciones previstas 
en los artículos 85, 86 y 87 del Código 
Contencioso Administrativo o en las nor-
mas que lo sustituyan, el adelantamiento 
del trámite de la conciliación extrajudicial.

Comentarios: La Ley 1285 de 2009, 
por medio de la cual se reforma la Ley 
Estatutaria de la Administración de Jus-
ticia, viene complementada con nuevas 
concepciones y desarrollos. Incorporó 
en el artículo 13 un nuevo artículo 42A en 
la Ley 270 de 1996, ya analizado cabe 
recordar el sentido de esa norma: «A 
partir de la vigencia de esta ley, cuando 
los asuntos sean conciliables, siempre 
constituirá requisito de procedibilidad de 
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las acciones previstas en los artículos 854, 
86 y 87 del Código Contencioso Adminis-
trativo o en las normas que lo sustituyan, 
el adelantamiento del trámite de la conci-
liación extrajudicial».

Según Sergio González Rey (2011)5 “La 
ley 1285 de 2009, modificatoria de la Ley 
Estatutaria de Administración de Justi-
cia, consagró, a partir de su vigencia, la 
conciliación extrajudicial como requisito 
de procedibilidad para el ejercicio de las 
acciones consagradas en los artículos 85, 
86 y 87 del Código de Contencioso Ad-
ministrativo. Esta novedad legislativa, que 
impacta directamente sobre el derecho 
de acceso a la administración de justicia 
y que fuera declarada exequible mediante 
sentencia C- 713 de 2008, contrasta con 
un cuerpo normativo que aunque anterior 
y disperso vigente contenido en diversas 
disposiciones de las leyes 23 de 1991, 
446 de 1998 y 640 de 2001”. 

La Corte Constitucional en sentencia C- 
317 de 2008, al momento de ejercer el 

4 “Artículo 85.  ACCIÓN DE NULIDAD Y RESTABLE-
CIMIENTO DEL DERECHO. Toda persona que se 
crea lesionada en un derecho amparado en una 
norma jurídica, podrá pedir que se declare la nulidad 
del acto administrativo y se le restablezca en su 
derecho; también podrá solicitar que se le repare el 
daño. La misma acción tendrá quien pretenda que le 
modifiquen una Obligación fiscal, o de otra clase, o la 
devolución de lo que pagó indebidamente”. 

5 Conciliación extrajudicial en asuntos contencioso ad-
ministrativos, Codificación U Externado No 2. Pag. 9.  

control previo, automático e integral del 
proyecto de ley estatutaria No. 286 de 
2007 Cámara, 023 de 2006 Senado 
“Por la cual se reforma la Ley Estatuaria 
de Administración de Justicia”, resolvió 
una inexequibilidad parcial, al declarar 
inexequible el inciso segundo del artículo 
13 que tenía por finalidad aprobar un 
artículo nuevo a la Ley 270 de 1996, Es-
tatutaria de la Administración de Justicia. 

El fundamento de la inexequibilidad no 
fue cuestionar las funciones del Ministe-
rio Público en materia de conciliaciones 
sino que el legislador haya sido ligero, 
en forma casual y sin parámetros, al 
determinar que el control jurisdiccional 
quedaba al arbitrio del Ministerio Público 
sin ningún referente normativo. En pala-
bras de la Corte “permitiendo una suerte 
de escogencia casual y sin ningún tipo 
de parámetros objetivos defendidos por 
el Legislador”.6

6 Así se dijo: “Así mismo, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 277 de la Constitución, la 
Procuraduría General de la Nación tiene funciones 
de vigilancia del cumplimiento de la Constitución, 
las leyes, las decisiones judiciales y los actos admi-
nistrativos; vela por el ejercicio diligente y eficiente 
de las funciones administrativas; vigila la conducta 
oficial de quienes desempeñan funciones públicas; 
interviene en los procesos judiciales y administra-
tivos cuando sea necesario en defensa del orden 
jurídico, del patrimonio público o de los derechos y 
garantías fundamentales, entre otras”. 
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Ley 1367 de 2009
(Diciembre 21)

“Por la cual se adicionan unas funciones 
al Procurador General de la Nación,  

sus Delegados y se dictan otras 
disposiciones”

Notas de Vigencia: 

Publicada en el Diario Oficial 47570 de 
diciembre 21 de 2009

Artículo 2. Adiciónese un inciso al pará-
grafo del artículo 28 del Decreto-ley 262 
de 2000, del siguiente tenor: “Los Procu-
radores Delegados que intervengan como 
agentes del Ministerio Público ante la 
jurisdicción de lo contencioso administra-
tivo podrán igualmente adelantar los pro-
cesos de conciliación en lo Contencioso 
Administrativo por asignación especial del 
Procurador General de la Nación cuando 
lo amerite el interés general, desplazando 
la competencia que corresponda a los 
procuradores judiciales”.

Artículo 3. Incorpórese al artículo 36 del 
Decreto-ley 262 de 2000 un nuevo inciso 
del siguiente tenor: “Igualmente se les 
asignará a los Procuradores Delegados 
que intervengan como Agentes del Mi-
nisterio Público ante la Jurisdicción de 
lo Contencioso Administrativo funciones 
de coordinación y vigilancia en el cumpli-
miento de las funciones de conciliación 
en lo Contencioso Administrativo, de 
conformidad con el artículo 13 de la Ley 
Estatutaria 1285 de 2009”.

Artículo 4. Adiciónase al artículo 37 del 
Decreto-ley 262 de 2000 un nuevo 
inciso, así: “Además de las funciones 
disciplinarias, de control de gestión y 
preventivas, los procuradores judiciales 
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en lo Contencioso Administrativo tendrán 
funciones de conciliación en los términos 
señalados por las leyes que regulan esta 
materia”.

Artículo 5.  Adiciónase el parágrafo del 
artículo 44 del Decreto-ley 262 de 2000, 
con los siguientes numerales, así:

4. Promover los acuerdos de conciliación 
en todas las modalidades de pretensión 
cuando sean procedentes de conformi-
dad con el ordenamiento jurídico vigente; 
y adelantar los procesos de validación y 
audiencias.

5. Propender por la reconsideración 
de los comités de conciliación si fuere 
necesario e intervenir en defensa de los 
acuerdos cuando fueren impugnados.

6. Compulsar las copias pertinentes y 
conducentes si hubiere lugar a deter-
minar conductas disciplinables o res-

ponsabilidades fiscales o penales de los 
servidores públicos o de particulares.

7. Diseñar y adelantar los programas 
correctivos a fin de prevenir situaciones 
estructurales generadas por las adminis-
traciones públicas lesivas al interés y el 
patrimonio público.

8. Adelantar las campañas necesarias 
para fortalecer el conocimiento de los 
deberes y derechos que se generen por 
las relaciones entre el Estado y los par-
ticulares.

Comentario: Adiciona algunas funcio-
nes al Procurador General de la Nación 
y a sus Delegados, con el propósito de 
implementar y fortalecer la institución 
de la conciliación en la jurisdicción de 
lo contencioso administrativo; promo-
viendo la cultura de la conciliación con 
la oportuna solución de los conflictos 
entre el Estado y los ciudadanos.
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Decreto 1716 de 
2009

“Por el cual se reglamenta el artículo 13 
de la Ley 1285 de 2009, el artículo 75 de 
la Ley 446 de 1998 y del Capítulo V de la 

Ley 640 de 2001”

Notas de Vigencia: 

Publicada en el Diario Oficial No 47.349 
de mayo 14 de 2009 

Artículo 1°. Objeto. Las normas del 
presente decreto se aplicarán a la con-
ciliación extrajudicial en asuntos de lo 
contencioso administrativo. 

Artículo 2°. Asuntos susceptibles de conciliación 
extrajudicial en materia contencioso administrati-
va. Podrán conciliar, total o parcialmente, 
las entidades públicas y las personas pri-
vadas que desempeñan funciones pro-
pias de los distintos órganos del Estado, 
por conducto de apoderado, sobre los 
conflictos de carácter particular y conte-
nido económico de los cuales pueda co-

nocer la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo a través de las acciones 
previstas en los artículos 85, 86 y 87 del 
Código Contencioso Administrativo o en 
las normas que los sustituyan. 

Parágrafo 1°.  No son susceptibles de 
conciliación extrajudicial en asuntos de 
lo contencioso administrativo: 

– Los asuntos que versen sobre conflic-
tos de carácter tributario. 

– Los asuntos que deban tramitarse me-
diante el proceso ejecutivo de que trata 
el artículo 75 de la Ley 80 de 1993. 

– Los asuntos en los cuales la corres-
pondiente acción haya caducado. 
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Parágrafo 2°. El conciliador velará por-
que no se menoscaben los derechos 
ciertos e indiscutibles, así como los de-
rechos mínimos e intransigibles. 

Parágrafo 3°.  Cuando la acción que 
eventualmente se llegare a interponer 
fuere la de nulidad y restablecimiento 
de derecho, la conciliación extrajudicial 
sólo tendrá lugar cuando no procedan 
recursos en vía gubernativa o cuando 
esta estuviere debidamente agotada, lo 
cual deberá acreditarse, en legal forma, 
ante el conciliador. 

Parágrafo 4°. En el agotamiento del re-
quisito de procedibilidad de la acción de 
que trata el artículo 86 del Código Con-
tencioso Administrativo, se entenderá in-
cluida la acción de repetición consagrada 
en el inciso segundo de dicho artículo. 

Parágrafo 5°.  El agotamiento de la 
conciliación como requisito de procedi-
bilidad, no será necesario para efectos 
de acudir ante tribunales de arbitramento 
encargados de resolver controversias 
derivadas de contratos estatales, cuyo 
trámite se regula por lo dispuesto por el 
artículo 121 de la Ley 446 de 1998. 

Artículo 3°. Suspensión del término 
de caducidad de la acción. La pre-
sentación de la solicitud de conciliación 
extrajudicial ante los agentes del Minis-
terio Público suspende el término de 
prescripción o de caducidad, según el 
caso, hasta: 

a) Que se logre el acuerdo conciliatorio, o 

b) Se expidan las constancias a que se 
refiere el artículo 2° de la Ley 640 de 
2001, o 

c) Se venza el término de tres (3) meses 
contados a partir de la presentación de 
la solicitud; lo que ocurra primero. 

En caso de que el acuerdo conciliatorio 
sea improbado por el juez o magistrado, 
el término de caducidad suspendido 
con la presentación de la solicitud de 
conciliación se reanudará a partir del día 
hábil siguiente al de la ejecutoria de la 
providencia correspondiente. 

La improbación del acuerdo conciliatorio 
no hace tránsito a cosa juzgada. 

Parágrafo único. Las partes por mutuo 
acuerdo podrán prorrogar el término 
de tres (3) meses consagrado para el 
trámite conciliatorio extrajudicial, pero en 
dicho lapso no operará la suspensión del 
término de caducidad o prescripción. 

Artículo 4°. Impedimentos y recusa-
ciones.  La intervención del agente del 
Ministerio Público en cumplimiento de 
las atribuciones que le son propias en la 
conciliación extrajudicial, no dará lugar 
a impedimento ni recusación por razón 
del desempeño de tal cargo, respecto 
de las actuaciones posteriores que deba 
cumplir ante la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa. 

Artículo 5°. Derecho de postula-
ción. Los interesados, trátese de perso-
nas de derecho público, de particulares 
o de personas jurídicas de derecho pri-
vado, actuarán en la conciliación extra-
judicial por medio de apoderado, quien 
deberá ser abogado inscrito y tener 
facultad expresa para conciliar. 

Artículo 6°. Petición de conciliación 
extrajudicial.  La petición de concilia-
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ción o extrajudicial podrá presentarse 
en forma individual o conjunta por los 
interesados, ante el agente del Ministerio 
Público (reparto) correspondiente, y de-
berá contener los siguientes requisitos: 

a) La designación del funcionario a quien 
se dirige; 

b) La individualización de las partes y de 
sus representantes si fuere el caso; 

c) Los aspectos que se quieren conciliar 
y los hechos en que se fundamentan; 

d) Las pretensiones que formula el con-
vocante; 

e) La indicación de la acción contencioso 
administrativa que se ejercería; 

f) La relación de las pruebas que se 
acompañan y de las que se harían valer 
en el proceso; 

g) La demostración del agotamiento 
de la vía gubernativa, cuando ello fuere 
necesario; 

h) La estimación razonada de la cuantía 
de las aspiraciones; 

i) La manifestación, bajo la gravedad del 
juramento, de no haber presentado de-
mandas o solicitudes de conciliación con 
base en los mismos hechos; 

j) La indicación del lugar para que se 
surtan las notificaciones, el número o 
números telefónicos, número de fax y 
correo electrónico de las partes. 

k) La copia de la petición de conciliación 
previamente enviada al convocado, en la 

que conste que ha sido efectivamente 
recibida por el representante legal o por 
quien haga sus veces, en el evento de 
que sea persona jurídica, y en el caso de 
que se trate de persona natural, por ella 
misma o por quien esté facultado para 
representarla; 

l) La firma del apoderado del solicitante 
o solicitantes; 

Parágrafo 1°. En ningún caso se podrá 
rechazar de plano la solicitud por au-
sencia de cualquiera de los requisitos 
anteriores. 

En este evento, el agente del Ministerio 
Público informará al interesado sobre los 
requisitos faltantes para que subsane la 
omisión, si no lo hiciere se entenderá que 
no existe ánimo conciliatorio de su parte, 
se declarará fallida la conciliación y se 
expedirá la respectiva constancia. 

Parágrafo 2°.  Cuando se presente una 
solicitud de conciliación extrajudicial y el 
asunto de que se trate no sea conciliable 
de conformidad con la ley, el agente del Mi-
nisterio Público expedirá la correspondiente 
constancia dentro de los diez (10) días 
siguientes a la presentación de la solicitud. 

Si durante el trámite de la audiencia se 
observare que no es procedente la con-
ciliación, se dejará constancia en el acta, 
se expedirá la respectiva certificación y 
se devolverán los documentos aporta-
dos por los interesados. 

Cuando el agente del Ministerio Público, 
en razón del factor territorial o por la natu-
raleza del asunto, no resulte competente 
para conocer de la respectiva concilia-
ción, remitirá la solicitud y el expediente 
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al funcionario que tenga atribuciones 
para conocer de la misma. 

Artículo 7°. Audiencia de conciliación 
extrajudicial. Dentro de los diez (10) 
días siguientes al recibo de la solicitud, 
el agente del Ministerio Público, de en-
contrarla procedente, fijará fecha y hora 
para la celebración de la audiencia de 
conciliación, la cual tendrá lugar dentro 
de los treinta (30) días siguientes. 

El agente del Ministerio Público citará a 
los interesados a la audiencia por el medio 
que considere más expedito y eficaz (tele-
grama, fax, correo electrónico) con una an-
telación no inferior a 15 días a la realización 
de la misma; indicando sucintamente el 
objeto de la conciliación y las consecuen-
cias jurídicas de la no comparecencia. 

Artículo 8°. Pruebas. Las pruebas de-
berán aportarse con la petición de conci-
liación, teniendo en cuenta los requisitos 
consagrados en los artículos 253 y 254 
del Código de Procedimiento Civil. 

Con todo, el agente del Ministerio Pú-
blico podrá solicitar que se alleguen 
nuevas pruebas o se complementen las 
presentadas por las partes con el fin de 
establecer los presupuestos de hecho 
y de derecho para la conformación del 
acuerdo conciliatorio. 

Las pruebas tendrán que aportarse 
dentro de los veinte (20) días calendario 
siguientes a su solicitud. Este trámite no 
dará lugar a la ampliación del término de 
suspensión de la caducidad de la acción 
previsto en la ley. 

Si agotada la oportunidad para aportar 
las pruebas según lo previsto en el inciso 
anterior, la parte requerida no ha aporta-

do las solicitadas, se entenderá que no 
se logró el acuerdo. 

Parágrafo único. Cuando exista ánimo 
conciliatorio, el agente del Ministerio Pú-
blico, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 20 del Código Contencioso 
Administrativo y con miras a estructurar 
los supuestos fácticos y jurídicos del 
acuerdo, podrá solicitar a la autoridad 
competente la remisión de los documen-
tos de carácter reservado que considere 
necesarios, conservando el deber de 
mantener la reserva a que se refiere el 
precepto citado. 

Igualmente, cuando exista ánimo conci-
liatorio, el agente del Ministerio Público 
podrá solicitar el apoyo técnico de la 
Dirección Nacional de Investigaciones 
Especiales de la Procuraduría General 
de la Nación, así como de las entidades 
públicas competentes para el efecto, 
con el objeto de valorar los medios de 
prueba aportados por las partes. 

Artículo 9°. Desarrollo de la audiencia 
de conciliación. Presentes los interesa-
dos el día y hora señalados para la cele-
bración de la audiencia de conciliación, 
esta se llevará a cabo bajo la dirección 
del agente del Ministerio Público desig-
nado para dicho fin, quien conducirá el 
trámite en la siguiente forma: 

1. Las partes expondrán sucintamente 
sus posiciones y las justificarán con los 
medios de prueba que se acompañaron 
a la solicitud de conciliación y durante la 
celebración de la audiencia podrán apor-
tar las pruebas que estimen necesarias. 

2. Si los interesados no plantean fórmu-
las de arreglo, el agente del Ministerio 
Público podrá proponer las que consi-
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dere procedentes para la solución de la 
controversia, las cuales pueden contener 
posibles acuerdos respecto de los pla-
zos para el pago de lo conciliado, monto 
de indexación e intereses, y ser acogidas 
o no por las partes. 

Con el propósito de analizar las fórmulas 
de avenimiento propuestas por el agente 
del Ministerio Público, este podrá, ex-
cepcionalmente, citar a la audiencia de 
conciliación a los integrantes del Comité 
de Conciliación de la entidad u organis-
mo de derecho público que participa en 
el trámite conciliatorio. 

3. Si hubiere acuerdo se elaborará un 
acta que contenga lugar, fecha y hora 
de celebración de la audiencia; identifi-
cación del agente del Ministerio Público; 
identificación de las personas citadas 
con señalamiento expreso de las que 
asisten a la audiencia; relación sucinta 
de las pretensiones motivo de la conci-
liación; el acuerdo logrado por las partes 
con indicación de la cuantía, modo, 
tiempo y lugar de cumplimiento de las 
obligaciones pactadas. 

Si la conciliación versa sobre los efectos 
económicos de un acto administrativo de 
carácter particular, también se indicará y 
justificará en el acta cuál o cuáles de las 
causales de revocación directa previstas 
en el artículo 69 del Código Contencioso 
Administrativo, o normas que lo sustitu-
yan, sirve de fundamento al acuerdo e 
igualmente se precisará si con ocasión 
del acuerdo celebrado se produce la 
revocatoria total o parcial del mismo. 

El acta será firmada por quienes inter-
vinieron en la diligencia y por el agente 
del Ministerio Público y a ella se anexará 
original o copia auténtica de la respec-

tiva acta del Comité de Conciliación o 
se aportará un certificado suscrito por 
el representante legal que contenga la 
determinación tomada por la entidad. 

La Procuraduría General de la Nación 
implementará una base de datos que 
permita unificar la información sobre los 
acuerdos conciliatorios logrados. 

4. Si el acuerdo es parcial, se dejará 
constancia de ello, precisando los 
puntos que fueron materia de arreglo y 
aquellos que no lo fueron, advirtiendo a 
los interesados acerca de su derecho de 
acudir ante la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa, para demandar respecto 
de lo que no fue objeto de acuerdo. 

5. Antes que los interesados suscriban 
el acta de conciliación, el agente del 
Ministerio Público les advertirá que el 
acta una vez suscrita se remitirá al juez 
o corporación del conocimiento para su 
aprobación. 

Si el agente del Ministerio Público no está 
de acuerdo con la conciliación realizada 
por los interesados, por considerarla lesi-
va para el patrimonio público, contraria al 
ordenamiento jurídico o porque no existen 
las pruebas en que se fundamenta, así lo 
observará durante la audiencia y dejará 
expresa constancia de ello en el acta. 

6. Si no fuere posible la celebración del 
acuerdo, el agente del Ministerio Público 
expedirá constancia en la que se indique 
la fecha de presentación de la solicitud 
de conciliación ante la Procuraduría Ge-
neral de la Nación, la fecha en que se 
celebró la audiencia o debió celebrarse, 
la identificación del convocante y con-
vocado, la expresión sucinta del objeto 
de la solicitud de conciliación y la impo-
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sibilidad de acuerdo. Junto con la cons-
tancia, se devolverá a los interesados la 
documentación aportada, excepto los 
documentos que gocen de reserva legal. 

7. Cuando circunstancias constitutivas 
de fuerza mayor o caso fortuito impidan 
a alguno de los interesados acudir a la 
correspondiente sesión, deberá informarlo 
así dentro de los tres (3) días siguientes a la 
fecha en que debió celebrarse la audiencia. 

Artículo 10. Suspensión de la Au-
diencia de Conciliación. La Audiencia 
de Conciliación es susceptible de sus-
pensión por solicitud expresa de ambas 
partes y siempre que el agente del Mi-
nisterio Público encontrare elementos de 
juicio respecto de la existencia de ánimo 
conciliatorio. 

Artículo 11. Culminación del trámite 
de conciliación por inasistencia de 
las partes.  Señalada la fecha para la 
realización de la audiencia sin que esta 
se pueda llevar a cabo por inasistencia 
de cualquiera de las partes, excluido el 
supuesto de que trata el numeral 7 del 
artículo 9° de este decreto, se entiende 
que no hay ánimo conciliatorio, lo que se 
hará constar expresamente por el agen-
te del Ministerio Público, quien dará por 
agotada la etapa conciliatoria y expedirá 
la correspondiente certificación. 

Artículo 12. Aprobación judicial.  El 
agente del Ministerio Público remitirá, 
dentro de los tres (3) días siguientes a 
la celebración de la correspondiente au-
diencia, el acta de conciliación, junto con 
el respectivo expediente al juez o corpo-
ración competente para su aprobación. 

Artículo 13. Mérito ejecutivo del acta 
de conciliación. El acta de acuerdo con-

ciliatorio total o parcial adelantado ante el 
agente del Ministerio Público y el corres-
pondiente auto aprobatorio debidamente 
ejecutoriado, prestarán mérito ejecutivo y 
tendrán efecto de cosa juzgada. 

Artículo 14. Inasistencia injustifi-
cada.  La inasistencia injustificada a la 
audiencia de conciliación, tendrá las 
consecuencias jurídicas establecidas en 
los artículos 22 y 35 de la Ley 640 de 
2001 o en las normas que los modifiquen 
o sustituyan. 

Comentarios: Reglamenta el artículo 
13 de la Ley 1285 de 2009, el artículo 
75 de la Ley 446 de 1998 y del Capítulo 
V de la Ley 640 de 2001, respecto de la 
conciliación extrajudicial en asuntos de 
lo contencioso administrativo. Indica 
los asuntos susceptibles de este tipo 
de conciliación, los términos a tener en 
cuenta frente a la suspensión del tér-
mino de prescripción o de caducidad 
de la acción por la presentación de la 
solicitud de conciliación extrajudicial, y 
fija el procedimiento para adelantar la 
audiencia respectiva. Establece nue-
vas disposiciones sobre comités de 
conciliación contenidas en el capítulo 
II del presente Decreto, las cuales son 
de obligatorio cumplimiento para las 
entidades de derecho público, los or-
ganismos públicos del orden nacional, 
departamental, distrital, los municipios 
que sean capital de departamento y 
los entes descentralizados de estos 
mismos niveles. Indica como deberá 
estar integrado el Comité, su régimen 
de sesiones, las funciones que debe-
rán cumplir, al igual que las funciones 
del Secretario del Comité, la obliga-
ción de constituir la Red Nacional de 
Información, el estudio de la acción de 
repetición y el llamamiento en garantía.
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Ley 1437 de 2011 
“Por la cual se expide el Código de Pro-

cedimiento Administrativo y de lo Conten-
cioso Administrativo”

Nota de vigencia: 

La presente Ley empezó a regir el 2 de 
Julio de 2012 Diario Oficial No. 47.956 de 
18 de enero de 2011. 

Modificada por la Ley 1755 de 2015, ‹por 
medio de la cual se regula el Derecho 
Fundamental de Petición y se sustituye 
un título del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Ad-
ministrativo›, publicada en el Diario Oficial 
No. 49.559 de 30 de junio de 2015.

Modificada por la Ley 1564 de 2012, pu-
blicada en el Diario Oficial No. 48.489 de 
12 de julio de 2012, ‹Por medio de la cual 
se expide el Código General del Proceso 
y se dictan otras disposiciones.›

Modificada por la Ley  1450  de 2011, 
publicada en el Diario Oficial No. 48.102 
de 16 de junio de 2011, ‹Por la cual se 
expide el Plan Nacional de Desarrollo, 
2010-2014›

Artículo 74. Recursos contra los ac-
tos administrativos. Por regla general, 
contra los actos definitivos procederán 
los siguientes recursos:

1. El de reposición, ante quien expidió la 
decisión para que la aclare, modifique, 
adicione o revoque.

2. El de apelación, para ante el inmediato 
superior administrativo o funcional con el 
mismo propósito.

No habrá apelación de las decisiones de 
los Ministros, Directores de Departamen-
to Administrativo, superintendentes y 
representantes legales de las entidades 
descentralizadas ni de los directores u 
organismos superiores de los órganos 
constitucionales autónomos.

Tampoco serán apelables aquellas deci-
siones proferidas por los representantes 
legales y jefes superiores de las entida-
des y organismos del nivel territorial.
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3. El de queja, cuando se rechace el de 
apelación.

El recurso de queja es facultativo y podrá 
interponerse directamente ante el supe-
rior del funcionario que dictó la decisión, 
mediante escrito al que deberá acompa-
ñarse copia de la providencia que haya 
negado el recurso.

De este recurso se podrá hacer uso den-
tro de los cinco (5) días siguientes a la 
notificación de la decisión.

Recibido el escrito, el superior ordenará 
inmediatamente la remisión del expe-
diente, y decidirá lo que sea del caso.

Artículo 87. Firmeza de los actos 
administrativos. Los actos administra-
tivos quedarán en firme:

1. Cuando contra ellos no proceda nin-
gún recurso, desde el día siguiente al de 
su notificación, comunicación o publica-
ción según el caso.

2. Desde el día siguiente a la publicación, 
comunicación o notificación de la deci-
sión sobre los recursos interpuestos.

3. Desde el día siguiente al del vencimien-
to del término para interponer los recur-
sos, si estos no fueron interpuestos, o se 
hubiere renunciado expresamente a ellos.

4. Desde el día siguiente al de la notifica-
ción de la aceptación del desistimiento 
de los recursos.

5. Desde el día siguiente al de la protoco-
lización a que alude el artículo 85 para el 
silencio administrativo positivo.

Artículo 93. Causales de revocación. 
Los actos administrativos deberán ser 
revocados por las mismas autoridades 
que los hayan expedido o por sus inme-
diatos superiores jerárquicos o funciona-
les, de oficio o a solicitud de parte, en 
cualquiera de los siguientes casos:

1. Cuando sea manifiesta su oposición a 
la Constitución Política o a la ley.

2. Cuando no estén conformes con el in-
terés público o social, o atenten contra él.

3. Cuando con ellos se cause agravio 
injustificado a una persona.

Artículo 94. Improcedencia. La revo-
cación directa de los actos administra-
tivos a solicitud de parte no procederá 
por la causal del numeral 1 del artículo 
anterior, cuando el peticionario haya 
interpuesto los recursos de que dichos 
actos sean susceptibles, ni en relación 
con los cuales haya operado la caduci-
dad para su control judicial.

Artículo 95. Oportunidad. La revoca-
ción directa de los actos administrativos 
podrá cumplirse aun cuando se haya 
acudido ante la Jurisdicción de lo Con-
tencioso Administrativo, siempre que no 
se haya notificado auto admisorio de la 
demanda.

Las solicitudes de revocación directa 
deberán ser resueltas por la autoridad 
competente dentro de los dos (2) meses 
siguientes a la presentación de la solicitud.

Contra la decisión que resuelve la soli-
citud de revocación directa no procede 
recurso.
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Parágrafo. No obstante, en el curso de 
un proceso judicial, hasta antes de que 
se profiera sentencia de segunda instan-
cia, de oficio o a petición del interesado 
o del Ministerio Público, las autoridades 
demandadas podrán formular oferta de 
revocatoria de los actos administrativos 
impugnados previa aprobación del Comi-
té de Conciliación de la entidad. La oferta 
de revocatoria señalará los actos y las 
decisiones objeto de la misma y la forma 
en que se propone restablecer el derecho 
conculcado o reparar los perjuicios cau-
sados con los actos demandados.

Si el Juez encuentra que la oferta se ajusta 
al ordenamiento jurídico, ordenará ponerla 
en conocimiento del demandante quien 
deberá manifestar si la acepta en el térmi-
no que se le señale para tal efecto, evento 
en el cual el proceso se dará por termi-
nado mediante auto que prestará mérito 
ejecutivo, en el que se especificarán las 
obligaciones que la autoridad demandada 
deberá cumplir a partir de su ejecutoria.

Artículo 96. Efectos. Ni la petición de 
revocación de un acto, ni la decisión que 
sobre ella recaiga revivirán los términos 
legales para demandar el acto ante la 
Jurisdicción de lo Contencioso Adminis-
trativo, ni darán lugar a la aplicación del 
silencio administrativo.

Artículo 97. Revocación de actos de 
carácter particular y concreto. Salvo 
las excepciones establecidas en la ley, 
cuando un acto administrativo, bien sea 
expreso o ficto, haya creado o modifi-
cado una situación jurídica de carácter 
particular y concreto o reconocido un 
derecho de igual categoría, no podrá ser 
revocado sin el consentimiento previo, 
expreso y escrito del respectivo titular.

Si el titular niega su consentimiento y la 
autoridad considera que el acto es con-
trario a la Constitución o a la ley, deberá 
demandarlo ante la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo.

Si la Administración considera que el acto 
ocurrió por medios ilegales o fraudulen-
tos lo demandará sin acudir al procedi-
miento previo de conciliación y solicitará 
al juez su suspensión provisional.

Parágrafo. En el trámite de la revoca-
ción directa se garantizarán los derechos 
de audiencia y defensa.

Artículo 103. Objeto y principios. Los 
procesos que se adelanten ante la juris-
dicción de lo Contencioso Administrativo 
tienen por objeto la efectividad de los 
derechos reconocidos en la Constitución 
Política y la ley y la preservación del or-
den jurídico.

En la aplicación e interpretación de las 
normas de este Código deberán obser-
varse los principios constitucionales y los 
del derecho procesal.

En virtud del principio de igualdad, todo 
cambio de la jurisprudencia sobre el al-
cance y contenido de la norma, debe ser 
expresa y suficientemente explicado y mo-
tivado en la providencia que lo contenga.

Quien acuda ante la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, en cumpli-
miento del deber constitucional de co-
laboración para el buen funcionamiento 
de la administración de justicia, estará en 
la obligación de cumplir con las cargas 
procesales y probatorias previstas en 
este Código.
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Artículo 104. De la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo. La Juris-
dicción de lo Contencioso Administrativo 
está instituida para conocer, además de 
lo dispuesto en la Constitución Política y 
en leyes especiales, de las controversias 
y litigios originados en actos, contratos, 
hechos, omisiones y operaciones, suje-
tos al derecho administrativo, en los que 
estén involucradas las entidades públi-
cas, o los particulares cuando ejerzan 
función administrativa.

Igualmente conocerá de los siguientes 
procesos:

1. Los relativos a la responsabilidad 
extracontractual de cualquier entidad 
pública, cualquiera que sea el régimen 
aplicable.

2. Los relativos a los contratos, cualquie-
ra que sea su régimen, en los que sea 
parte una entidad pública o un particular 
en ejercicio de funciones propias del 
Estado.

3. Los relativos a contratos celebrados 
por cualquier entidad prestadora de ser-
vicios públicos domiciliarios en los cua-
les se incluyan o hayan debido incluirse 
cláusulas exorbitantes.

4. Los relativos a la relación legal y regla-
mentaria entre los servidores públicos y el 
Estado, y la seguridad social de los mis-
mos, cuando dicho régimen esté adminis-
trado por una persona de derecho público.

5. Los que se originen en actos políticos 
o de gobierno.

6. Los ejecutivos derivados de las conde-
nas impuestas y las conciliaciones apro-

badas por esta jurisdicción, así como los 
provenientes de laudos arbitrales en que 
hubiere sido parte una entidad pública; 
e, igualmente los originados en los con-
tratos celebrados por esas entidades.

7. Los recursos extraordinarios contra 
laudos arbitrales que definan conflictos 
relativos a contratos celebrados por 
entidades públicas o por particulares en 
ejercicio de funciones propias del Estado.

Parágrafo.  Para los solos efectos de 
este Código, se entiende por entidad pú-
blica todo órgano, organismo o entidad 
estatal, con independencia de su deno-
minación; las sociedades o empresas en 
las que el Estado tenga una participación 
igual o superior al 50% de su capital; y 
los entes con aportes o participación 
estatal igual o superior al 50%.

Artículo 105. Excepciones.  La Juris-
dicción de lo Contencioso Administrativo 
no conocerá de los siguientes asuntos:

1. Las controversias relativas a la respon-
sabilidad extracontractual y a los contra-
tos celebrados por entidades públicas 
que tengan el carácter de instituciones 
financieras, aseguradoras, intermediarios 
de seguros o intermediarios de valores vi-
gilados por la Superintendencia Financie-
ra, cuando correspondan al giro ordinario 
de los negocios de dichas entidades, 
incluyendo los procesos ejecutivos.

2. Las decisiones proferidas por auto-
ridades administrativas en ejercicio de 
funciones jurisdiccionales, sin perjuicio 
de las competencias en materia de re-
cursos contra dichas decisiones atribui-
das a esta jurisdicción. Las decisiones 
que una autoridad administrativa adopte 
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en ejercicio de la función jurisdiccional 
estarán identificadas con la expresión 
que corresponde hacer a los jueces 
precediendo la parte resolutiva de sus 
sentencias y deberán ser adoptadas 
en un proveído independiente que no 
podrá mezclarse con decisiones que 
correspondan al ejercicio de función ad-
ministrativa, las cuales, si tienen relación 
con el mismo asunto, deberán constar 
en acto administrativo separado.

3. Las decisiones proferidas en juicios de 
policía regulados especialmente por la ley.

4. Los conflictos de carácter laboral sur-
gidos entre las entidades públicas y sus 
trabajadores oficiales.

Artículo 133. Impedimentos y recu-
saciones de los agentes del minis-
terio público ante esta jurisdicción. 
Las causales de recusación y de impe-
dimento previstas en este Código para 
los Magistrados del Consejo de Estado, 
Magistrados de los Tribunales y jueces 
administrativos, también son aplicables 
a los agentes del Ministerio Público 
cuando actúen ante la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo.

Artículo 134. Oportunidad y trámite. 
El agente del Ministerio Público, en quien 
concurra algún motivo de impedimento, 
deberá declararse impedido expresando 
la causal y los hechos en que se funda-
mente, mediante escrito dirigido al juez, 
sala, sección o subsección que esté co-
nociendo del asunto para que decida si 
se acepta o no el impedimento. En caso 
positivo, se dispondrá su reemplazo por 
quien le siga en orden numérico aten-
diendo a su especialidad. Si se tratare de 
agente único se solicitará a la Procuradu-

ría General de la Nación, la designación 
del funcionario que lo reemplace.

La recusación del agente del Ministerio 
Público se propondrá ante el juez, sala, 
sección o subsección del tribunal o del 
Consejo de Estado que conozca del 
asunto, para que resuelva de plano, pre-
via manifestación del recusado, sobre si 
acepta o no la causal y los hechos. Si se 
acepta la recusación, dispondrá su reem-
plazo por quien le siga en orden numérico 
atendiendo a su especialidad. Si se tratare 
de agente único, se solicitará a la Procura-
duría General de la Nación la designación 
del funcionario que lo reemplace.

Parágrafo. Si el Procurador General de 
la Nación es separado del conocimiento 
del proceso, por causa de impedimento 
o recusación, lo reemplazará el Vicepro-
curador.

Artículo 138. Nulidad y restableci-
miento del derecho. Toda persona que 
se crea lesionada en un derecho sub-
jetivo amparado en una norma jurídica, 
podrá pedir que se declare la nulidad del 
acto administrativo particular, expreso o 
presunto, y se le restablezca el derecho; 
también podrá solicitar que se le repare 
el daño. La nulidad procederá por las 
mismas causales establecidas en el inci-
so segundo del artículo anterior.

Igualmente podrá pretenderse la nuli-
dad del acto administrativo general y 
pedirse el restablecimiento del derecho 
directamente violado por este al parti-
cular demandante o la reparación del 
daño causado a dicho particular por el 
mismo, siempre y cuando la demanda 
se presente en tiempo, esto es, dentro 
de los cuatro (4) meses siguientes a su 
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publicación. Si existe un acto intermedio, 
de ejecución o cumplimiento del acto 
general, el término anterior se contará a 
partir de la notificación de aquel.

Artículo 140. Reparación directa. En 
los términos del artículo 90 de la Constitu-
ción Política, la persona interesada podrá 
demandar directamente la reparación del 
daño antijurídico producido por la acción 
u omisión de los agentes del Estado.

De conformidad con el inciso anterior, el 
Estado responderá, entre otras, cuando 
la causa del daño sea un hecho, una 
omisión, una operación administrativa o 
la ocupación temporal o permanente de 
inmueble por causa de trabajos públicos 
o por cualquiera otra causa imputable 
a una entidad pública o a un particular 
que haya obrado siguiendo una expresa 
instrucción de la misma.

Las entidades públicas deberán promo-
ver la misma pretensión cuando resulten 
perjudicadas por la actuación de un par-
ticular o de otra entidad pública.

En todos los casos en los que en la 
causación del daño estén involucrados 
particulares y entidades públicas, en la 
sentencia se determinará la proporción 
por la cual debe responder cada una 
de ellas, teniendo en cuenta la influencia 
causal del hecho o la omisión en la ocu-
rrencia del daño.

Artículo 141. Controversias contrac-
tuales.  Cualquiera de las partes de un 
contrato del Estado podrá pedir que se 
declare su existencia o su nulidad, que 
se ordene su revisión, que se declare 
su incumplimiento, que se declare la 
nulidad de los actos administrativos con-

tractuales, que se condene al responsa-
ble a indemnizar los perjuicios, y que se 
hagan otras declaraciones y condenas. 
Así mismo, el interesado podrá solicitar 
la liquidación judicial del contrato cuan-
do esta no se haya logrado de mutuo 
acuerdo y la entidad estatal no lo haya 
liquidado unilateralmente dentro de los 
dos (2) meses siguientes al vencimiento 
del plazo convenido para liquidar de mu-
tuo acuerdo o, en su defecto, del término 
establecido por la ley.

Los actos proferidos antes de la celebra-
ción del contrato, con ocasión de la activi-
dad contractual, podrán demandarse en 
los términos de los artículos 137 y 138 de 
este Código, según el caso.

El Ministerio Público o un tercero que 
acredite un interés directo podrán pedir 
que se declare la nulidad absoluta del 
contrato. El juez administrativo podrá de-
clararla de oficio cuando esté plenamen-
te demostrada en el proceso, siempre y 
cuando en él hayan intervenido las partes 
contratantes o sus causahabientes.

Artículo 142. Repetición. Cuando el Es-
tado haya debido hacer un reconocimiento 
indemnizatorio con ocasión de una conde-
na, conciliación u otra forma de terminación 
de conflictos que sean consecuencia de la 
conducta dolosa o gravemente culposa 
del servidor o ex servidor público o del par-
ticular en ejercicio de funciones públicas, 
la entidad respectiva deberá repetir contra 
estos por lo pagado.

La pretensión de repetición también po-
drá intentarse mediante el llamamiento en 
garantía del servidor o ex servidor público 
o del particular en ejercicio de funciones 
públicas, dentro del proceso de respon-
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sabilidad contra la entidad pública.

Cuando se ejerza la pretensión autó-
noma de repetición, el certificado del 
pagador, tesorero o servidor público que 
cumpla tales funciones en el cual conste 
que la entidad realizó el pago será prue-
ba suficiente para iniciar el proceso con 
pretensión de repetición contra el funcio-
nario responsable del daño.

Artículo 149. Competencia del consejo de 
estado en única instancia. El Consejo de 
Estado, en Sala Plena de lo Contencioso 
Administrativo, por intermedio de sus 
Secciones, Subsecciones o Salas espe-
ciales, con arreglo a la distribución de tra-
bajo que la Sala disponga, conocerá en 
única instancia de los siguientes asuntos:

1. De los de nulidad de los actos admi-
nistrativos expedidos por las autoridades 
del orden nacional o por las personas o 
entidades de derecho privado cuando 
cumplan funciones administrativas del 
mismo orden.

2. De los de nulidad y restablecimiento 
del derecho que carezcan de cuantía, 
en los cuales se controviertan actos ad-
ministrativos expedidos por autoridades 
del orden nacional.

También conocerá de las demandas 
que en ejercicio de la indicada acción, y 
sin atención a la cuantía se promuevan 
en contra de los actos expedidos por el 
Procurador General de la Nación en ejer-
cicio del poder disciplinario y las demás 
decisiones que profiera como supremo 
Director del Ministerio Público.

3. De la nulidad del acto de elección del 
Presidente y el Vicepresidente de la Re-

pública, de los Senadores, de los Repre-
sentantes a la Cámara, de los Represen-
tantes al Parlamento Andino, del Alcalde 
Mayor de Bogotá, de los miembros de la 
Junta Directiva o Consejo Directivo de las 
entidades públicas del orden nacional, de 
los entes autónomos del orden nacional y 
de las Comisiones de Regulación.

4. De la nulidad de los actos de elección 
expedidos por el Congreso de la Repú-
blica, sus Cámaras y sus Comisiones, 
la Corte Suprema de Justicia, la Corte 
Constitucional, el Consejo Superior de 
la Judicatura, la Junta Directiva o Con-
sejo Directivo de los entes autónomos 
del orden nacional y las Comisiones de 
Regulación.

5. De la nulidad de los actos de nombra-
miento de los representantes legales de 
las entidades públicas del orden nacional.

6. De los que se promuevan contra actos 
administrativos relativos a la nacionalidad 
y a la ciudadanía.

7. Del recurso de anulación contra lau-
dos arbitrales proferidos en conflictos 
originados en contratos celebrados por 
una entidad pública, por las causales 
y dentro del término prescrito en las 
normas que rigen la materia. Contra la 
sentencia que resuelva este recurso sólo 
procederá el recurso de revisión.

8. De los relativos a la propiedad indus-
trial, en los casos previstos en la ley.

9. De la nulidad con restablecimiento, 
contra los actos administrativos expe-
didos por el Instituto Colombiano de 
Desarrollo Rural, Incoder, o la entidad 
que haga sus veces, que inicien las di-
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ligencias administrativas de extinción del 
dominio; clarificación de la propiedad, 
deslinde y recuperación de baldíos.

10. De la revisión contra los actos de 
extinción del dominio agrario, o contra 
las resoluciones que decidan de fondo 
los procedimientos sobre clarificación, 
deslinde y recuperación de baldíos.

11. De los relacionados con la declara-
ción administrativa de extinción del do-
minio o propiedad de inmuebles urbanos 
y de los muebles de cualquier naturaleza.

12. De los de nulidad de los actos del 
Instituto Colombiano de Desarrollo Rural, 
Incoder, o de la entidad que haga sus 
veces, en los casos previstos en la ley.

13. De la repetición que el Estado ejer-
za contra el Presidente de la República 
o quien haga sus veces, Senadores 
y Representantes, Ministros del Des-
pacho, Directores de Departamento 
Administrativo, Procurador General 
de la Nación, Contralor General de la 
República, Fiscal General de la Nación, 
Magistrados de la Corte Suprema de 
Justicia, de la Corte Constitucional, 
del Consejo Superior de la Judicatura, 
Registrador Nacional del Estado Civil, 
Auditor General de la República, ma-
gistrados de los tribunales superiores 
de distrito judicial, de los tribunales 
administrativos y del Tribunal Superior 
Militar y, en general, de los represen-
tantes legales de los órganos y entida-
des del orden nacional.

14. De todos los demás de carácter 
Contencioso Administrativo para los 
cuales no exista regla especial de com-
petencia.

Parágrafo 1º.  La Corte Suprema de 
Justicia conocerá de la nulidad contra 
los actos de elección y nombramiento 
efectuados por el Consejo de Estado.

Parágrafo 2º.  De las acciones de re-
petición que el Estado ejerza contra los 
Magistrados del Consejo de Estado, 
conocerá la Corte Suprema de Justicia 
en Sala Plena.

Artículo 151. Competencia de los 
tribunales administrativos en única 
instancia.  Los Tribunales Administrati-
vos conocerán de los siguientes proce-
sos privativamente y en única instancia:

1. De los de nulidad y restablecimiento 
del derecho que carezcan de cuantía 
y en los cuales se controviertan actos 
administrativos del orden departamental, 
distrital o municipal.

2. De los procesos de nulidad y resta-
blecimiento del derecho que carezcan 
de cuantía, en que se controviertan 
sanciones disciplinarias administrativas 
distintas a las que originen retiro tempo-
ral o definitivo del servicio, impuestas por 
las autoridades departamentales.

3. De los de definición de competencias 
administrativas entre entidades públicas 
del orden departamental, distrital o muni-
cipal o entre cualesquiera de ellas cuan-
do estén comprendidas en el territorio de 
su jurisdicción.

4. De las observaciones que formula el 
gobernador del departamento acerca 
de la constitucionalidad y legalidad de 
los acuerdos municipales, y sobre las 
objeciones, por los mismos motivos, a 
los proyectos de ordenanzas.
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5. De las observaciones que los go-
bernadores formulen a los actos de los 
alcaldes, por razones de inconstituciona-
lidad o ilegalidad.

6. De las objeciones que formulen los 
alcaldes a los proyectos de acuerdos 
municipales o distritales, por ser contra-
rios al ordenamiento jurídico superior.

7. Del recurso de insistencia previsto en 
la parte primera de este Código, cuando 
la autoridad que profiera o deba profe-
rir la decisión sea del orden nacional o 
departamental o del Distrito Capital de 
Bogotá.

8. De la nulidad y restablecimiento del 
derecho contra los actos de expropia-
ción de que tratan las leyes sobre refor-
ma urbana.

9. De la nulidad del acto de elección de 
alcaldes y de miembros de corporaciones 
públicas de municipios con menos de 
setenta mil (70.000) habitantes que no 
sean capital de departamento. El número 
de habitantes se acreditará con la infor-
mación oficial del Departamento Adminis-
trativo Nacional de Estadísticas –DANE–.

La competencia por razón del territorio le 
corresponderá al tribunal con jurisdicción 
en el respectivo departamento.

10. De la nulidad de los actos de elección 
expedidos por las asambleas departa-
mentales y por los concejos municipales 
en municipios de setenta mil (70.000) 
habitantes o más que no sean capital de 
departamento. El número de habitantes 
se acreditará con la información oficial 
del Departamento Administrativo Nacio-
nal de Estadísticas –DANE–.

La competencia por razón del territorio le 
corresponderá al tribunal con jurisdicción 
en el respectivo departamento.

11. De la nulidad del acto de elección 
de miembros de juntas o consejos di-
rectivos de entidades públicas del orden 
departamental, distrital o municipal.

12. De los de nulidad contra el acto de 
elección de los empleados públicos del 
orden nacional de los niveles asesor, 
profesional, técnico y asistencial o el 
equivalente a cualquiera de estos niveles 
efectuado por las autoridades del orden 
nacional, los entes autónomos y las co-
misiones de regulación.

La competencia por razón del territorio 
corresponde al tribunal del lugar donde 
el nombrado preste o deba prestar los 
servicios.

13. De los de nulidad electoral del acto 
de elección de los empleados públi-
cos de los niveles asesor, profesional, 
técnico y asistencial o el equivalente a 
cualquiera de estos niveles efectuado 
por las autoridades del orden distrital y 
departamental.

La competencia por razón del territorio 
corresponde al tribunal del lugar donde 
el nombrado preste o deba prestar los 
servicios.

14. Del control inmediato de legalidad 
de los actos de carácter general que 
sean proferidos en ejercicio de la fun-
ción administrativa durante los Estados 
de Excepción y como desarrollo de los 
decretos legislativos que fueren dictados 
por autoridades territoriales departamen-
tales y municipales, cuya competencia 
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corresponderá al tribunal del lugar donde 
se expidan.

Artículo 152. Competencia de los tri-
bunales administrativos en primera 
instancia. Los Tribunales Administrati-
vos conocerán en primera instancia de 
los siguientes asuntos:

1. De los de nulidad de los actos admi-
nistrativos proferidos por funcionarios u 
organismos del orden departamental, o 
por las personas o entidades de derecho 
privado cuando cumplan funciones ad-
ministrativas de los citados órdenes.

2. De los de nulidad y restablecimiento 
del derecho de carácter laboral que no 
provengan de un contrato de trabajo, 
en los cuales se controviertan actos 
administrativos de cualquier autoridad, 
cuando la cuantía exceda de cincuenta 
(50) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes.

3. De los de nulidad y restablecimiento 
del derecho en que se controviertan 
actos administrativos de cualquier auto-
ridad, cuando la cuantía exceda de tres-
cientos (300) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, y, sin atención a la 
cuantía, de los actos que se expidan en 
ejercicio del poder disciplinario asignado 
a los funcionarios de la Procuraduría 
General de la Nación, diferentes al Pro-
curador General de la Nación.

4. De los que se promuevan sobre el 
monto, distribución o asignación de 
impuestos, contribuciones y tasas na-
cionales, departamentales, municipales 
o distritales, cuando la cuantía sea supe-
rior a cien (100) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.

5. De los relativos a los contratos, cual-
quiera que sea su régimen, en que sea 
parte una entidad pública en sus distin-
tos órdenes o un particular en ejercicio 
de funciones propias del Estado, y de 
los contratos celebrados por cualquier 
entidad prestadora de servicios públicos 
domiciliarios en los cuales se incluyan 
cláusulas exorbitantes, cuando la cuan-
tía exceda de quinientos (500) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes.

6. De los de reparación directa, inclusive 
aquellos provenientes de la acción u 
omisión de los agentes judiciales, cuan-
do la cuantía exceda de quinientos (500) 
salarios mínimos legales mensuales 
vigentes.

7. De los procesos ejecutivos, cuya 
cuantía exceda de mil quinientos (1.500) 
salarios mínimos legales mensuales vi-
gentes.

8. De la nulidad del acto de elección de 
contralor departamental, de los diputa-
dos a las asambleas departamentales; de 
concejales del Distrito Capital de Bogotá; 
de los alcaldes, personeros, contralores 
municipales y miembros de corporacio-
nes públicas de los municipios y distritos 
y demás autoridades municipales con 
setenta mil (70.000) o más habitantes, 
o que sean capital de departamento. El 
número de habitantes se acreditará con 
la información oficial del Departamento 
Administrativo Nacional de Estadísticas 
– DANE. La competencia por razón del 
territorio corresponde al Tribunal con ju-
risdicción en el respectivo departamento.

9. De la nulidad del acto de nombramien-
to de los empleados públicos del nivel 
directivo o su equivalente efectuado por 
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autoridades del orden nacional y por las 
autoridades Distritales, Departamentales 
o Municipales, en municipios con más 
de setenta mil (70.000) habitantes o que 
sean capital de departamento.

10. De los de nulidad de los actos ad-
ministrativos de las entidades territoriales 
y descentralizadas de carácter departa-
mental, distrital o municipal que deban 
someterse para su validez a la aproba-
ción de autoridad superior, o que hayan 
sido dictados en virtud de delegación de 
funciones hecha por la misma.

11. De la repetición que el Estado ejerza 
contra los servidores o ex servidores pú-
blicos y personas privadas que cumplan 
funciones públicas, incluidos los agentes 
judiciales, cuando la cuantía exceda de 
quinientos (500) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes y cuya competencia 
no estuviere asignada al Consejo de Es-
tado en única instancia.

12. De la nulidad contra las resoluciones 
de adjudicación de baldíos.

13. De los de expropiación de que tratan 
las leyes agrarias.

14. De los que se promuevan contra los 
actos de expropiación por vía adminis-
trativa.

15. De la pérdida de investidura de di-
putados, concejales y ediles, de confor-
midad con el procedimiento establecido 
en la ley. En estos eventos el fallo se 
proferirá por la Sala Plena del tribunal.

16. De los relativos a la protección de 
derechos e intereses colectivos, repara-
ción de daños causados a un grupo y de 

cumplimiento, contra las autoridades del 
orden nacional o las personas privadas 
que dentro de ese mismo ámbito des-
empeñen funciones administrativas.

Artículo 156. Competencia por razón 
del territorio. Para la determinación de 
la competencia por razón del territorio se 
observarán las siguientes reglas:

1. En los de nulidad, por el lugar donde 
se expidió el acto.

2. En los de nulidad y restablecimiento se 
determinará por el lugar donde se expi-
dió el acto, o por el del domicilio del de-
mandante, siempre y cuando la entidad 
demandada tenga oficina en dicho lugar.

3. En los asuntos de nulidad y restable-
cimiento del derecho de carácter laboral 
se determinará por el último lugar donde 
se prestaron o debieron prestarse los 
servicios.

4. En los contractuales y en los ejecuti-
vos originados en contratos estatales se 
determinará por el lugar donde se ejecu-
tó o debió ejecutarse el contrato. Si este 
comprendiere varios departamentos 
será tribunal competente a prevención el 
que elija el demandante.

5. En los asuntos agrarios que no estén 
atribuidos al Consejo de Estado, cono-
cerá el tribunal del lugar de ubicación del 
inmueble. Si este comprendiere varios 
departamentos será tribunal competente 
a prevención el que elija el demandante.

6. En los de reparación directa se deter-
minará por el lugar donde se produjeron 
los hechos, las omisiones o las operacio-
nes administrativas, o por el domicilio o 
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sede principal de la entidad demandada 
a elección del demandante.

7. En los que se promuevan sobre el 
monto, distribución o asignación de 
impuestos, tasas y contribuciones na-
cionales, departamentales, municipales 
o distritales, se determinará por el lugar 
donde se presentó o debió presentarse 
la declaración, en los casos en que esta 
proceda; en los demás casos, en el lugar 
donde se practicó la liquidación.

8. En los casos de imposición de san-
ciones, la competencia se determinará 
por el lugar donde se realizó el acto o el 
hecho que dio origen a la sanción.

9. En las ejecuciones de las condenas 
impuestas por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo o de las 
obligaciones contenidas en una conci-
liación aprobada por esta jurisdicción, 
será competente el juez que profirió la 
providencia respectiva.

Artículo 157. Competencia por razón 
de la cuantía. Para efectos de compe-
tencia, cuando sea del caso, la cuantía 
se determinará por el valor de la multa 
impuesta o de los perjuicios causados, 
según la estimación razonada hecha por 
el actor en la demanda, sin que en ello 
pueda considerarse la estimación de los 
perjuicios morales, salvo que estos últi-
mos sean los únicos que se reclamen. En 
asuntos de carácter tributario, la cuantía 
se establecerá por el valor de la suma 
discutida por concepto de impuestos, 
tasas, contribuciones y sanciones.

Para los efectos aquí contemplados, 
cuando en la demanda se acumulen va-
rias pretensiones, la cuantía se determi-

nará por el valor de la pretensión mayor.

En las acciones de nulidad y restable-
cimiento del derecho no podrá pres-
cindirse de la estimación razonada de 
la cuantía, so pretexto de renunciar al 
restablecimiento.

La cuantía se determinará por el valor de 
las pretensiones al tiempo de la demanda, 
sin tomar en cuenta los frutos, intereses, 
multas o perjuicios reclamados como 
accesorios, que se causen con posteriori-
dad a la presentación de aquella.

Cuando se reclame el pago de presta-
ciones periódicas de término indefinido, 
como pensiones, la cuantía se determi-
nará por el valor de lo que se pretenda 
por tal concepto desde cuando se 
causaron y hasta la presentación de la 
demanda, sin pasar de tres (3) años.

Artículo 161. Requisitos previos 
para demandar. La presentación de la 
demanda se someterá al cumplimiento 
de requisitos previos en los siguientes 
casos:

1. Cuando los asuntos sean conciliables, 
el trámite de la conciliación extrajudicial 
constituirá requisito de procedibilidad 
de toda demanda en que se formulen 
pretensiones relativas a nulidad con 
restablecimiento del derecho, reparación 
directa y controversias contractuales.

En los demás asuntos podrá adelantarse 
la conciliación extrajudicial siempre y 
cuando no se encuentre expresamente 
prohibida.

Cuando la Administración demande 
un acto administrativo que ocurrió por 
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medios ilegales o fraudulentos, no será 
necesario el procedimiento previo de 
conciliación.

2. Cuando se pretenda la nulidad de un 
acto administrativo particular deberán 
haberse ejercido y decidido los recursos 
que de acuerdo con la ley fueren obli-
gatorios. El silencio negativo en relación 
con la primera petición permitirá deman-
dar directamente el acto presunto.

Si las autoridades administrativas no hu-
bieran dado oportunidad de interponer 
los recursos procedentes, no será exigible 
el requisito al que se refiere este numeral.

3. Cuando se pretenda el cumplimiento 
de una norma con fuerza material de ley 
o de un acto administrativo, se requiere 
la constitución en renuencia de la de-
mandada en los términos del artículo 8º 
de la Ley 393 de 1997.

4. Cuando se pretenda la protección de 
derechos e intereses colectivos se debe-
rá efectuar la reclamación prevista en el 
artículo 144 de este Código.

5. Cuando el Estado pretenda recuperar 
lo pagado por una condena, conciliación 
u otra forma de terminación de un con-
flicto, se requiere que previamente haya 
realizado dicho pago.

6. <Numeral INEXEQUIBLE>

Artículo 192. Cumplimiento de sen-
tencias o conciliaciones por parte 
de las entidades públicas. Cuando la 
sentencia imponga una condena que no 
implique el pago o devolución de una 
cantidad líquida de dinero, la autoridad 
a quien corresponda su ejecución dentro 

del término de treinta (30) días contados 
desde su comunicación, adoptará las me-
didas necesarias para su cumplimiento.

Las condenas impuestas a entidades 
públicas consistentes en el pago o de-
volución de una suma de dinero serán 
cumplidas en un plazo máximo de diez 
(10) meses, contados a partir de la fecha 
de la ejecutoria de la sentencia. Para tal 
efecto, el beneficiario deberá presentar 
la solicitud de pago correspondiente a la 
entidad obligada.

Las cantidades líquidas reconocidas en 
providencias que impongan o liquiden 
una condena o que aprueben una conci-
liación devengarán intereses moratorios 
a partir de la ejecutoria de la respectiva 
sentencia o del auto, según lo previsto 
en este Código.

Cuando el fallo de primera instancia 
sea de carácter condenatorio y contra 
el mismo se interponga el recurso de 
apelación, el Juez o Magistrado deberá 
citar a audiencia de conciliación, que de-
berá celebrarse antes de resolver sobre 
la concesión del recurso. La asistencia 
a esta audiencia será obligatoria. Si el 
apelante no asiste a la audiencia, se de-
clarará desierto el recurso.

Cumplidos tres (3) meses desde la eje-
cutoria de la providencia que imponga o 
liquide una condena o de la que apruebe 
una conciliación, sin que los beneficiarios 
hayan acudido ante la entidad respon-
sable para hacerla efectiva, cesará la 
causación de intereses desde entonces 
hasta cuando se presente la solicitud.

En asuntos de carácter laboral, cuando 
se condene al reintegro, si dentro del 
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término de tres (3) meses siguientes a 
la ejecutoria de la providencia que así 
lo disponga, este no pudiere llevarse a 
cabo por causas imputables al interesa-
do, en adelante cesará la causación de 
emolumentos de todo tipo.

El incumplimiento por parte de las autori-
dades de las disposiciones relacionadas 
con el reconocimiento y pago de crédi-
tos judicialmente reconocidos acarreará 
las sanciones penales, disciplinarias, 
fiscales y patrimoniales a que haya lugar.

Ejecutoriada la sentencia, para su cum-
plimiento, la Secretaría remitirá los oficios 
correspondientes.

Artículo 195. Trámite para el pago de 
condenas o conciliaciones. El trámite 
de pago de condenas y conciliaciones se 
sujetará a las siguientes reglas:

1. Ejecutoriada la providencia que im-
ponga una condena o apruebe una 
conciliación cuya contingencia haya 
sido provisionada en el Fondo de Con-
tingencias, la entidad obligada, en un 
plazo máximo de diez (10) días, requerirá 
al Fondo el giro de los recursos para el 
respectivo pago.

2. El Fondo adelantará los trámites co-
rrespondientes para girar los recursos a 
la entidad obligada en el menor tiempo 
posible, respetando el orden de radi-
cación de los requerimientos a que se 
refiere el numeral anterior.

3. La entidad obligada deberá realizar el 
pago efectivo de la condena al beneficia-
rio, dentro de los cinco (5) días siguientes 
a la recepción de los recursos.

4. Las sumas de dinero reconocidas en 
providencias que impongan o liquiden 
una condena o que aprueben una conci-
liación, devengarán intereses moratorios 
a una tasa equivalente al DTF desde su 
ejecutoria. No obstante, una vez vencido 
el término de los diez (10) meses de que 
trata el inciso segundo del artículo 192 de 
este Código o el de los cinco (5) días es-
tablecidos en el numeral anterior, lo que 
ocurra primero, sin que la entidad obli-
gada hubiese realizado el pago efectivo 
del crédito judicialmente reconocido, las 
cantidades líquidas adeudadas causarán 
un interés moratoria a la tasa comercial.

La ordenación del gasto y la verificación 
de requisitos de los beneficiarios, radica 
exclusivamente en cada una de las enti-
dades, sin que implique responsabilidad 
alguna para las demás entidades que 
participan en el proceso de pago de las 
sentencias o conciliaciones, ni para el 
Fondo de Contingencias. 

En todo caso, las acciones de repetición 
a que haya lugar con ocasión de los pa-
gos que se realicen con cargo al Fondo 
de Contingencias, deberán ser adelanta-
das por la entidad condenada.

Parágrafo 1º. El Gobierno Nacional 
reglamentará el procedimiento necesario 
con el fin de que se cumplan los términos 
para el pago efectivo a los beneficiarios. 
El incumplimiento a las disposiciones 
relacionadas con el reconocimiento de 
créditos judicialmente reconocidos y con 
el cumplimiento de la totalidad de los re-
quisitos acarreará las sanciones penales, 
disciplinarias y fiscales a que haya lugar.

Parágrafo 2º. El monto asignado para 
sentencias y conciliaciones no se puede 



La conciliación administrativa en Colombia  
Solución de conflictos efectiva

61

trasladar a otros rubros, y en todo caso 
serán inembargables, así como los re-
cursos del Fondo de Contingencias. La 
orden de embargo de estos recursos 
será falta disciplinaria.

Artículo 300. Intervención del minis-
terio público. El Procurador General de 
la Nación intervendrá ante la Jurisdicción 
de lo Contencioso Administrativo direc-
tamente o:

1. Ante el Consejo de Estado, por medio 
de los Procuradores delegados distri-
buidos por el Procurador General de la 
Nación entre las secciones de la Sala de 
lo Contencioso Administrativo.

2. Ante los Tribunales Administrativos y 
Juzgados Administrativos del Circuito, 
por medio de los Procuradores Judiciales 
para asuntos administrativos distribuidos 
por el Procurador General de la Nación.

Artículo 301. Calidades. Los procura-
dores delegados y judiciales deberán re-
unir las mismas calidades que se requie-
ren para ser miembros de la corporación 
ante la cual habrán de actuar.

Artículo 302. Designación.  Los pro-
curadores delegados y judiciales ante la 
Jurisdicción de lo Contencioso Adminis-
trativo serán designados por el Procura-
dor General de la Nación de acuerdo con 
sus competencias.

Artículo 303. Atribuciones del minis-
terio público. El Ministerio Público está 
facultado para actuar como demandante 
o como sujeto procesal especial y podrá 
intervenir en todos los procesos e inci-
dentes que se adelanten ante la Jurisdic-
ción de lo Contencioso Administrativo en 

defensa del orden jurídico, del patrimo-
nio público y de los derechos y garantías 
fundamentales.

En los procesos ejecutivos se notificará 
personalmente al Ministerio Público el 
mandamiento de pago, la sentencia y el 
primer auto en la segunda instancia.

Además tendrá las siguientes atribucio-
nes especiales:

1. Solicitar la vinculación al proceso de 
los servidores o ex servidores públicos, 
que con su conducta dolosa o grave-
mente culposa, hayan dado lugar a la 
presentación de demandas que preten-
dan la reparación patrimonial a cargo de 
cualquier entidad pública.

2. Solicitar que se declare la nulidad de 
actos administrativos.

3. Pedir que se declare la nulidad abso-
luta de los contratos estatales.

4. Interponer los recursos contra los au-
tos que aprueben o imprueben acuerdos 
logrados en conciliación judicial.

5. Interponer los recursos extraordinarios 
de que trata este Código.

6. Solicitar la aplicación de la figura de 
la extensión de la jurisprudencia, y la 
aplicación del mecanismo de revisión 
eventual de providencias de que trata 
este Código.

7. Adelantar las conciliaciones prejudi-
ciales o extrajudiciales.

Parágrafo.  Presentada la solicitud de 
la conciliación, el agente del Ministerio 
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Público, de oficio o por solicitud de la 
parte convocante, verificará la existencia 
de jurisprudencia unificada que resulte 
aplicable al caso, de acuerdo con lo 
regulado en el presente Código sobre 
la materia. De confirmarlo, si la autori-
dad demandada expresa su negativa a 
conciliar, suspenderá la audiencia para 
que el respectivo comité de conciliación 
reconsidere su posición y si es del caso, 
proponga una fórmula de arreglo para la 
reanudación de la audiencia o manifieste 
las razones por las cuales considera que 
no es aplicable la jurisprudencia unificada.

Comentarios: Por la cual se expide el 
Código de Procedimiento Administrati-
vo y de lo Contencioso Administrativo. 
Determina las diferentes clases de pro-
cedimientos y trámites administrativos, 
principios, campo de aplicación, derecho 
de petición, silencio administrativo, vía 
gubernativa, recursos, términos y aplica-
ción de medios electrónicos en los actos 
y actuaciones administrativas. Señala los 
Derechos y deberes de las personas en 
su relación con las autoridades y los im-
pedimentos, prohibiciones, conflictos de 

intereses y recusaciones de los Servido-
res Públicos. Estructura la organización 
y define las funciones y competencias de 
la Jurisdicción Administrativa. Establece 
los Medios de Control y procedimientos 
para el ejercicio y control jurisdiccional 
de los actos y actuaciones administrati-
vas, las controversias contractuales y lo 
referente a la declaratoria de la respon-
sabilidad patrimonial del Estado. Deter-
mina los Impedimentos y Recusaciones 
de los Jueces, Magistrados y Agentes 
del Ministerio Público. Establece el 
Sistema Procesal Mixto por Audiencias 
(escrito y verbal) y regula temas relati-
vos a la Demanda, Sujetos Procesales, 
Medidas cautelares, Pruebas, Alegatos, 
poderes del Juez, Sentencia y recursos 
ordinarios y extraordinarios ante la ju-
risdicción contenciosa. Señala que este 
Código comenzará a regir el dos (2) de 
julio del año 2012 y sólo se aplicará a los 
procedimientos y las actuaciones admi-
nistrativas que se inicien, así como a las 
demandas y procesos que se instauren 
con posterioridad a su entrada en vigen-
cia; por lo tanto los que se encuentren en 
curso seguirán rigiéndose y terminarán 
con el régimen jurídico anterior.
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Ley 1551 de 2012 
(Julio 6)

Diario Oficial No. 
48.483 de 6 de julio 

de 2012
“Por la cual se dictan normas para 

modernizar la organización y el 
funcionamiento de los municipios”

Notas de vigencia: 

Modificada por la Ley 1955 de 2019, ‹por el 
cual se expide el Plan Nacional de Desarro-
llo 2018-2022. “Pacto por Colombia, Pacto 
por la Equidad”›, publicada en el Diario Ofi-
cial No. 50.964 de 25 de mayo 2019.

Modificada por la Ley 1681 de 2013, 
‘por medio de la cual se modifica el ar-

tículo  41  de la Ley 1551 de 2012 y se 
adoptan otras disposiciones›, publicada 
en el Diario Oficial No. 48.980 de 20 de 
noviembre de 2013

Artículo 47. La conciliación prejudi-
cial.  <apartes subrayados condicio-
nalmente exequibles>  La conciliación 
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prejudicial será requisito de procedibili-
dad de los procesos ejecutivos que se 
promuevan contra los municipios. La 
conciliación se tramitará siguiendo el 
procedimiento y los requisitos estableci-
dos para la de los asuntos contencioso 
administrativos.

El acreedor podrá actuar directamente 
sin hacerse representar por un aboga-
do. Dicha conciliación no requerirá de 
aprobación judicial, y su incumplimiento 
solo genera la consecuencia de que el 
acreedor puede iniciar el proceso ejecu-
tivo correspondiente.

El delegado del Ministerio Público en-
cargado de la conciliación acumulará 
todas las solicitudes relacionadas con 
obligaciones de dar una suma de dinero 
a cargo del municipio y fijará una sola au-
diencia trimestral en la que el represen-
tante legal del municipio propondrá una 
programación de pagos de los créditos 
que acepte, la cual deberá respetar el 
orden de preferencia de las acreencias 
previsto en la Ley 550 de 1999.

Comentario: Sentencia 533/13 Declara 
EXEQUIBLE los apartes acusados del 
artículo 47 de la Ley 1551 de 2012, ‘por 
la cual se dictan normas para modernizar 
la organización y el funcionamiento de 
los municipios’, bajo el entendido de que 
el requisito de la conciliación prejudicial 
no puede ser exigido, cuando los traba-
jadores tengan acreencias laborales a su 
favor, susceptibles de ser reclamadas 
a los municipios mediante un proceso 
ejecutivo.

En la audiencia de conciliación se exclui-
rán de la programación de pagos aquellas 
obligaciones que el representante del 

municipio no acepte por ser procedente, 
a su juicio, alguna de las excepciones de 
mérito que obran en los procesos ejecuti-
vos. Así mismo, se excluirán aquellas a las 
que no se haya vencido el plazo previsto 
en el artículo 297 de la Ley 1437 de 2011.

Para proteger el patrimonio público, el 
representante legal del municipio, la Pro-
curaduría General de la Nación, la Contra-
loría General de la República y la territorial 
con competencia en el municipio de que 
se trate, podrá objetar créditos a cargo 
del municipio cuando a su juicio no esté 
justificada la causa de la misma o el cum-
plimiento de las obligaciones que sirvieron 
como causa de la deuda. Las acreencias 
objetadas serán excluidas del acuerdo 
conciliatorio y el objetante, o los demás 
intervinientes en la audiencia, podrán ini-
ciar, dentro de los dos meses siguientes, 
la acción popular para proteger el derecho 
colectivo del patrimonio público en la que 
se decida la validez de la acreencia. En el 
proceso que siga dicha acción se podrá 
decretar, desde el inicio, la suspensión de 
la ejecutividad del acto en el que conste la 
obligación, cuando exista prueba siquiera 
sumaria o indicio que ponga en duda la 
causa del crédito.

Parágrafo 1º. Cuando se trate de actos 
administrativos expedidos por autorida-
des municipales en los que conste la 
obligación de pagar una suma de dinero 
solo podrá solicitarse la conciliación pre-
judicial seis meses después de expedido 
dicho acto administrativo.

En cualquier etapa del proceso, aun 
después de la sentencia, será obligatorio 
acumular los procesos ejecutivos que 
se sigan contra un municipio, cuando 
el accionante sea la misma persona, la 
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pretensión sea la obligación de dar una 
suma de dinero, y deba adelantarse por 
el mismo procedimiento.

Parágrafo 2º. En los municipios de 4a, 
5a y 6a categoría y para los efectos de 
que tratan los artículos  46  y  48  de la 
presente ley, el comité de conciliación 
lo conformará solo el alcalde, el jefe de 
la oficina jurídica a quien se le asigne la 
función de la defensa judicial del mu-
nicipio y el encargado del manejo del 
presupuesto.

Parágrafo  Transitorio.  <Aparte en 
letra cursiva CONDICIONALMENTE 
exequible> Los procesos ejecutivos ac-
tualmente en curso que se sigan contra 
los municipios, en cualquier jurisdicción, 
cualquiera sea la etapa procesal en la 
que se encuentren, deberán suspen-
derse y convocarse a una audiencia de 
conciliación a la que se citarán todos los 
accionantes, con el fin de promover un 
acuerdo de pago que dé fin al proceso. 
Se seguirá el procedimiento estableci-
do en este artículo para la conciliación 
prejudicial. Realizada la audiencia, en lo 
referente a las obligaciones que no sean 
objeto de conciliación, se continuará con 
el respectivo proceso ejecutivo.

Se autoriza a las entidades públicas de 
todos los órdenes que sean acreedoras 
de los municipios a rebajar los intereses 
pendientes o las sanciones a que haya 
lugar, y a condonar el capital o convenir 
que sea reinvertido en programas socia-
les del municipio que correspondan a las 
funciones de la entidad acreedora.

Si se trata de obligaciones tributarias o 
parafiscales, la entidad pública acree-
dora podrá reducir hasta el noventa por 

ciento (90%) de los intereses y/o las san-
ciones a que haya lugar, siempre y cuan-
do el municipio se comprometa a pagar 
el valor del capital correspondiente en un 
máximo de dos vigencias fiscales. Este 
plazo podrá ampliarse a tres vigencias 
fiscales si se trata de municipios de 4ª, 
5a y 6ª categoría. En el acuerdo de pago 
el municipio deberá pignorar recursos 
del Sistema General de Participaciones, 
propósito general, u ofrecer una garantía 
equivalente.

No procederá el cobro contra un mu-
nicipio de deudas o saldos pendientes 
de convenios interadministrativos o de 
cofinanciación, cuando se compruebe 
que estas se originaron por conductas 
de los funcionarios responsables, en 
contradicción a la Ley, que generaron 
detrimento al patrimonio público. Si el 
detrimento ocurrió por una incorrecta 
gestión municipal, como por deficien-
cias en el control debido por parte 
de las entidades del orden nacional o 
departamental, las entidades públicas 
convendrán una estrategia para lograr, a 
través de los procesos judiciales, fiscales 
y disciplinarios correspondientes, deter-
minar las responsabilidades a que haya 
lugar en contra de los funcionarios que 
hayan causado el daño y recuperar el 
dinero público que no se haya aplicado 
adecuadamente al cumplimiento del fin 
al que estaba destinado, lo cual deberá 
consignarse en el acta de liquidación 
correspondiente.

Comentarios: Con la expedición de la 
Ley 1551 de 2012, por la cual se dictan 
normas para modernizar la organización 
y el funcionamiento de los municipios. Se 
estableció que la conciliación sería requi-
sito de procedibilidad en los procesos 
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ejecutivos que se promuevan contra los 
municipios e introdujo dos grandes no-
vedades para este mecanismo: omitió el 
requisito de postulación y la aprobación 
judicial.

Decisión judicial que fue declarada 
exequible7 por la Corte Constitucional 
en sentencia C-533 de 2013 del 15 de 
agosto, M.P. María Victoria Calle Correa 
y reiterada en la sentencia C-830 de 
2013 del 13 de noviembre M.P. Mauricio 
González Cuervo. 

7 La Sala Plena concluye que: (i) el legislador no viola 
el derecho de acceso a la justicia al establecer la 
conciliación prejudicial como requisito de proce-
dibilidad en los procesos ejecutivos que se pro-
muevan contra los municipios, por cuanto es una 
herramienta razonable [busca fines legítimos e im-
periosos constitucionalmente, a través de un medio 
no prohibido, que es conducente para alcanzarlos 
y que, prima facie, no sacrifica desproporcionada-
mente otros valores, principio o derechos consti-
tucionales]. (ii) El legislador no viola el principio de 
igualdad al imponer a los deudores de los munici-
pios una carga procesal (conciliación prejudicial) 
que no tienen los demás deudores en los procesos 
ejecutivos considerados en general, puesto que 
se trata de una decisión legislativa que constituye 
un ejercicio razonable del poder de configuración 
normativa que busca una finalidad legítima, me-
diante un medio no prohibido y adecuado para 
alcanzarlo. (iii) El legislador viola los derechos de 
los trabajadores que tengan acreencias laborales a 
su favor, susceptibles de ser reclamadas mediante 
un proceso ejecutivo, en especial los derechos a 
la irrenunciabilidad de los beneficios mínimos es-
tablecidos en normas laborales’ (art. 53, CP) y su 
derecho a la igualdad (art. 13, CP), al exigirles un 
requisito procesal (la conciliación prejudicial) que 
está expresamente excluido por la ley para el resto 
de los trabajadores. Es decir, la conciliación previa 
no es exigible como requisito de procedibilidad 
cuando se trata de acreencias laborales suscepti-
bles de ser reclamadas a los municipios.
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Ley 1563 de 2012
“Por medio de la cual se expide el Estatu-
to de Arbitraje Nacional e Internacional y 

se dictan otras disposiciones” 

Notas de vigencia: 

Publicada en el Diario Oficial No 48.489 
de 12 de julio de 2012

Artículo 1. Definición, modalidades y 
principios.  El arbitraje es un mecanis-
mo alternativo de solución de conflictos 
mediante el cual las partes defieren a 
árbitros la solución de una controversia 
relativa a asuntos de libredisposición o 
aquellos que la ley autorice.

El arbitraje se rige por los principios y 
reglas de imparcialidad, idoneidad, ce-
leridad, igualdad, oralidad, publicidad y 
contradicción.

El laudo arbitral es la sentencia que pro-
fiere el tribunal de arbitraje. El laudo pue-
de ser en derecho, en equidad o técnico.

En los tribunales en que intervenga una 
entidad pública o quien desempeñe 

funciones administrativas, si las con-
troversias han surgido por causa o con 
ocasión de la celebración, desarrollo, 
ejecución, interpretación, terminación y 
liquidación de contratos estatales, inclu-
yendo las consecuencias económicas 
de los actos administrativos expedidos 
en ejercicio de facultades excepcionales, 
el laudo deberá proferirse en derecho.

Artículo 2. Clases de arbitraje. El 
arbitraje será ad hoc, si es conducido 
directamente por los árbitros, o institu-
cional, si es administrado por un centro 
de arbitraje. A falta de acuerdo respecto 
de su naturaleza y cuando en el pacto 
arbitral las partes guarden silencio, el 
arbitraje será institucional. Cuando la 
controversia verse sobre contratos cele-
brados por una entidad pública o quien 
desempeñe funciones administrativas, 
el proceso se regirá por las reglas seña-
ladas en la presente ley para el arbitraje 
institucional.
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Los procesos arbitrales son de mayor 
cuantía cuando versen sobre pretensio-
nes patrimoniales superiores a cuatro-
cientos salarios mínimos legales men-
suales vigentes (400 smlmv) y de menor 
cuantía, los demás.

Cuando por razón de la cuantía o de la 
naturaleza del asunto no se requiera de 
abogado ante los jueces ordinarios, las 
partes podrán intervenir directamente en 
el arbitraje.

Artículo 7. Árbitros. Las partes deter-
minarán conjuntamente el número de 
árbitros, que siempre será impar. Si nada 
se dice al respecto, los árbitros serán 
tres (3), salvo en los procesos de menor 
cuantía, caso en el cual el árbitro será 
único.

El árbitro debe ser colombiano y ciuda-
dano en ejercicio; no haber sido conde-
nado por sentencia judicial a pena pri-
vativa de la libertad, excepto por delitos 
políticos o culposos, ni estar inhabilitado 
para ejercer cargos públicos o haber 
sido sancionado con destitución.

En los arbitrajes en derecho, los árbitros 
deberán cumplir, como mínimo, los 
mismos requisitos exigidos para ser ma-
gistrado de Tribunal Superior de Distrito 
Judicial, sin perjuicio de las calidades 
adicionales exigidas por los reglamentos 
de los centros de arbitraje o por las par-
tes en el pacto arbitral.

Artículo 8. Designación de los árbi-
tros.  Las partes nombrarán conjunta-
mente los árbitros, o delegarán tal labor 
en un centro de arbitraje o un tercero, 
total o parcialmente. La designación a 
cargo de los centros de arbitraje se reali-

zará siempre mediante sorteo, dentro de 
la especialidad jurídica relativa a la res-
pectiva controversia y asegurando una 
distribución equitativa entre los árbitros 
de la lista.

<Notas del Editor> Ningún árbitro o 
secretario podrá desempeñarse simultá-
neamente como tal, en más de cinco (5) 
tribunales de arbitraje en que intervenga 
como parte una entidad pública o quien 
ejerza funciones administrativas en los 
conflictos relativos a estas.

Artículo 49. Intervención del minis-
terio público. El Ministerio Público está 
facultado para actuar en los procesos 
arbitrales y en los trámites de amigable 
composición en los que intervenga una 
entidad pública o quien desempeñe fun-
ciones administrativas, en defensa del 
orden jurídico, del patrimonio público y 
los derechos y garantías fundamentales. 
A dicho propósito, el centro de arbitraje o 
los amigables componedores informarán 
a la Procuraduría General de la Nación 
sobre la fecha en la que se realizará la 
instalación del respectivo tribunal de ar-
bitraje o la diligencia de apertura, según 
corresponda.

Igual información deberá darse a la 
Agencia Nacional de Defensa Jurídica 
del Estado.

Artículo 59. Definición. La amigable 
composición es un mecanismo alterna-
tivo de solución de conflictos, por medio 
del cual, dos o más particulares, un 
particular y una o más entidades públi-
cas, o varias entidades públicas, o quien 
desempeñe funciones administrativas, 
delegan en un tercero, denominado ami-
gable componedor, la facultad de definir, 
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con fuerza vinculante para las partes, 
una controversia contractual de libre 
disposición.

El amigable componedor podrá ser sin-
gular o plural.

La amigable composición podrá acor-
darse mediante cláusula contractual o 
contrato independiente.

Artículo 60. Efectos. El amigable com-
ponedor obrará como mandatario de las 
partes y, en su decisión, podrá precisar 
el alcance o forma de cumplimiento de 
las obligaciones derivadas de un negocio 
jurídico, determinar la existencia o no de 
un incumplimiento contractual y decidir 
sobre conflictos de responsabilidad 
suscitados entre las partes, entre otras 
determinaciones.

La decisión del amigable componedor 
producirá los efectos legales propios de 
la transacción.

Salvo convención en contrario, la deci-
sión del amigable componedor estará 
fundamentada en la equidad, sin per-
juicio de que el amigable componedor 
haga uso de reglas de derecho, si así lo 
estima conveniente.

Artículo 61. Designación y procedi-
miento. Salvo convención en contrario, 
el amigable componedor no tendrá que 
ser abogado.

Las partes podrán determinar libremente 
el número de amigables componedores. 
A falta de tal acuerdo, el amigable com-
ponedor será único.

Las partes podrán nombrar al amigable 
componedor directamente o delegar en 
un tercero su designación. El tercero 
delegado por las partes para nombrar 
al amigable componedor puede ser 
una persona natural o jurídica. A falta 
de acuerdo previo entre las partes, se 
entenderá que se ha delegado la desig-
nación a un, centro de arbitraje del do-
micilio de la parte convocada escogido a 
prevención por la parte convocante.

El procedimiento de la amigable com-
posición podrá ser fijado por las partes 
directamente, o por referencia a un re-
glamento de amigable composición de 
un centro de arbitraje, siempre que se 
respeten los derechos de las partes a 
la igualdad y a la contradicción de argu-
mentos y pruebas.

A falta de acuerdo entre las partes, se 
entenderán acordadas las reglas de 
procedimiento del centro de arbitraje del 
domicilio de la parte convocada, escogi-
do a prevención por la parte convocante.

De no existir un centro de arbitraje en el 
domicilio de la parte convocada, la parte 
convocante podrá escoger cualquier 
centro de arbitraje del país para la desig-
nación y el procedimiento a seguir a falta 
de acuerdo expreso.
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Ley 1564 de 2012
“Por medio de la cual se expide el Código 
General del Proceso y se dictan otras dis-

posiciones”

Notas de vigencia:

Publicada en el Diario Ofician No 48.489 
de julio 12 de 2012 

Artículo 613. Audiencia de conci-
liación extrajudicial en los asuntos 
contencioso administrativos. Cuando 
se solicite conciliación extrajudicial, el 
peticionario deberá acreditar la entrega 
de copia a la Agencia Nacional de Defen-
sa Jurídica de la Nación, en los mismos 
términos previstos para el convocado, 
con el fin de que la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado resuelva 
sobre su intervención o no en el Comité 
de Conciliación de la entidad convocada, 
así como en la audiencia de conciliación 
correspondiente.

No será necesario agotar el requisito de 
procedibilidad en los procesos ejecu-
tivos, cualquiera que sea la jurisdicción 
en la que se adelanten, como tampoco 

en los demás procesos en los que el 
demandante pida medidas cautelares de 
carácter patrimonial o cuando quien de-
mande sea una entidad pública.

Comentarios: El Artículo 620 de la ley 
1564 de 2012 Modifica el parágrafo 2º 
del artículo 1º de la Ley 640 de 2001, 
el cual quedará así: “Parágrafo 2°. Las 
partes deberán asistir personalmente 
a la audiencia de conciliación y podrán 
hacerlo junto con su apoderado. Con 
todo, en aquellos eventos en los que 
el domicilio de alguna de las partes no 
esté en el municipio del lugar donde se 
vaya a celebrar la audiencia o alguna de 
ellas se encuentre por fuera del territorio 
nacional, la audiencia de conciliación 
podrá celebrarse con la comparecencia 
de su apoderado debidamente facultado 
para conciliar, aun sin la asistencia de su 
representado”.
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Expide el Código General del Proceso. 
Establece que instancias ante las cuales 
se ejercerán las funciones del Ministerio 
Público la cuales son: 1. Ante la Corte 
Suprema de Justicia y los tribunales 
superiores de distrito judicial, por el 
respectivo procurador delegado. 2. Ante 
los jueces del circuito, municipales y de 
familia, por los procuradores delegados. 
También podrán hacerlo a través de los 
personeros municipales del respectivo 
municipio, como delegados suyos y bajo 
su dirección. 3. Ante las autoridades 
administrativas que ejerzan funciones 
jurisdiccionales, a través de quien fuere 
competente en caso de haberse tramita-
do el proceso ante un juez o tribunal. 4. 
Ante los tribunales de arbitraje, de acuer-
do con las reglas especiales que rigen la 
materia. A falta de norma expresa, a tra-
vés de quien fuere competente en caso 
de haberse tramitado el proceso ante un 

juez o tribunal. (¿) Faculta a El Ministerio 
Público para intervenir como sujeto pro-
cesal especial con amplias facultades, 
entre ellas la de interponer recursos, 
emitir conceptos, solicitar nulidades, 
pedir, aportar y controvertir pruebas. Por 
último establece que cuando se trate del 
cumplimiento de una función específica 
del Ministerio Público, este podrá solici-
tar la práctica de medidas cautelares.

Expide el Código General del Proceso. 
Regula la actividad procesal en los 
asuntos civiles, comerciales, de familia 
y agrarios. Se aplica, además, a todos 
los asuntos de cualquier jurisdicción o 
especialidad y a las actuaciones de par-
ticulares y autoridades administrativas, 
cuando ejerzan funciones jurisdicciona-
les, en cuanto no estén regulados expre-
samente en otras leyes.
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Decreto 1069 de 
2015

Conciliación extrajudicial en asuntos de lo 
contencioso administrativo

Notas de vigencia: 

Reglamentado por el Decreto 1482 de 2018
Adicionado por Decreto 1455 de 2018
Adicionado por Decreto 1166 de 2018
Adicionado por Decreto 761 de 2018
Adicionado por Decreto 694 de 2018
Adicionado por Decreto 585 de 2018
Adicionado por Decreto 522 de 2018
Modificado por Decreto 1983 de 2017
Adicionado por Decreto 1364 de 2017
Adicionado por Decreto 1269 de 2017
Adicionado por Decreto 1252 de 2017
Modificado por Decreto 356 de 2017
Adicionado por Decreto 979 de 2017
Adicionado por Decreto 911 de 2017
Adicionado por Decreto 040 de 2017
Modificado por Decreto 1167 de 2016
Adicionado por Decreto 1166 de 2016
Modificado por Decreto 1142 de 2016
Adicionado por Decreto 507 de 2016
Modificado por Decreto 304 de 2016
Adicionado por Decreto 204 de 2016
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Artículo  2.2.4.3.1.1.1.  Objeto.  Las 
normas de la (sic) presente capítulo se 
aplicarán a la conciliación extrajudicial en 
asuntos de lo contencioso administrativo.

 (Decreto 1716 de 2009, artículo 1)

Artículo  2.2.4.3.1.1.2.  Modificado por 
el Art. 1º, Decreto Nacional 1167 de 
2016.  Asuntos susceptibles de con-
ciliación extrajudicial en materia 
contencioso administrativa.  Podrán 
conciliar, total o parcialmente, las entida-
des públicas y las personas privadas que 
desempeñan funciones propias de los 
distintos órganos del Estado, por con-
ducto de apoderado, sobre los conflictos 
de carácter particular y contenido eco-
nómico de los cuales pueda conocer la 
Jurisdicción de lo Contencioso Adminis-
trativo a través de los medios de control 
previstos en los artículos 138, 140 y 141 
del Código de Procedimiento Administra-
tivo y de Contencioso Administrativo. 

Parágrafo  1.  No son susceptibles de 
conciliación extrajudicial en asuntos de 
lo Contencioso administrativo:

- Los asuntos que versen sobre conflic-
tos de carácter tributario.

- Los asuntos que deban tramitarse me-
diante el proceso ejecutivo de que trata 
el artículo 75 de la Ley 80 de 1993, salvo 
las excepciones específicas establecidas 
en la ley.

- Los asuntos en los cuales la correspon-
diente acción haya caducado.

Parágrafo 2. El conciliador velará porque 
no se menoscaben los derechos ciertos 
e indiscutibles, así como los derechos 
mínimos e intransigibles. 

Parágrafo 3. Cuando el medio de control 
que eventualmente se llegare a interpo-
ner fuere el de nulidad y restablecimiento 
de derecho, la conciliación extrajudicial 
sólo tendrá lugar cuando no procedan 
recursos en vía gubernativa o cuando 
esta estuviere debidamente agotada, lo 
cual deberá acreditarse, en legal forma, 
ante el conciliador.

Parágrafo 4. El agotamiento de la conci-
liación como requisito de procedibilidad, 
no será necesario para efectos de acudir 
ante tribunales de arbitramento encarga-
dos de resolver controversias derivadas 
de contratos estatales.

(Decreto 1716 de 2009, artículo 2)

Artículo  2.2.4.3.1.1.3.  Suspensión del 
término de caducidad de la acción. La 
presentación de la solicitud de conciliación 
extrajudicial ante los agentes del Ministerio 
Público suspende el término de prescrip-
ción o de caducidad, según el caso, hasta:

a) Que se logre el acuerdo conciliatorio, o

b) Se expidan las constancias a que se re-
fiere el artículo 2 de la Ley 640 de 2001, o

c) Se venza el término de tres (3) meses 
contados a partir de la presentación de 
la solicitud; lo que ocurra primero.

En caso de que el acuerdo conciliatorio 
sea improbado por el juez o magistrado, 
el término de caducidad suspendido 
con la presentación de la solicitud de 
conciliación se reanudará a partir del día 
hábil siguiente al de la ejecutoria de la 
providencia correspondiente.

La improbación del acuerdo conciliatorio 
no hace tránsito a cosa juzgada.
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Parágrafo. Las partes por mutuo acuer-
do podrán prorrogar el término de tres (3) 
meses consagrado para el trámite conci-
liatorio extrajudicial, pero en dicho lapso 
no operará la suspensión del término de 
caducidad o prescripción.

(Decreto 1716 de 2009, artículo 3)

Artículo 2.2.4.3.1.1.4. Impedimentos y 
recusaciones. La intervención del agen-
te del Ministerio Público en cumplimiento 
de las atribuciones que le son propias en 
la conciliación extrajudicial, no dará lugar 
a impedimento ni recusación por razón 
del desempeño de tal cargo, respecto 
de las actuaciones posteriores que deba 
cumplir ante la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa.

(Decreto 1716 de 2009, artículo 4)

Artículo  2.2.4.3.1.1.5.  Derecho de 
postulación.  Los interesados, trátese 
de personas de derecho público, de 
particulares o de personas jurídicas de 
derecho privado, actuarán en la conci-
liación extrajudicial por medio de apode-
rado, quien deberá ser abogado inscrito 
y tener facultad expresa para conciliar. 
Sentencia C-033/05

(Decreto 1716 de 2009, artículo 5)

Artículo 2.2.4.3.1.1.6. Petición de con-
ciliación extrajudicial.  La petición de 
conciliación o extrajudicial podrá presen-
tarse en forma individual o conjunta por 
los interesados, ante el agente del Minis-
terio Público (reparto) correspondiente, y 
deberá contener los siguientes requisitos:

a) La designación del funcionario a quien 
se dirige;

b) La individualización de las partes y de 
sus representantes si fuere el caso;

c) Los aspectos que se quieren conciliar 
y los hechos en que se fundamentan;

d) Las pretensiones que formula el con-
vocante;

e) La indicación de la acción contencioso 
administrativa que se ejercería;

f) La relación de las pruebas que se 
acompañan y de las que se harían valer 
en el proceso;

g) La demostración del agotamiento 
de la vía gubernativa, cuando ello fuere 
necesario;

h) La estimación razonada de la cuantía 
de las aspiraciones;

i) La manifestación, bajo la gravedad del 
juramento, de no haber presentado de-
mandas o solicitudes de conciliación con 
base en los mismos hechos;

j) La indicación del lugar para que se 
surtan las notificaciones, el número o 
números telefónicos, número de fax y 
correo electrónico de las partes; 

k) La copia de la petición de conciliación 
previamente enviada al convocado, en la 
que conste que ha sido efectivamente reci-
bida por el representante legal o por quien 
haga sus veces, en el evento de que sea 
persona jurídica, y en el caso de que se 
trate de persona natural, por ella misma o 
por quien esté facultado para representarla;

l) La firma del apoderado del solicitante 
o solicitantes;
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Parágrafo 1. En ningún caso se podrá 
rechazar de plano la solicitud por au-
sencia de cualquiera de los requisitos 
anteriores.

En este evento, el agente del Ministerio 
Público informará al interesado sobre los 
requisitos faltantes para que subsane la 
omisión, si no lo hiciere se entenderá que 
no existe ánimo conciliatorio de su parte, 
se declarará fallida la conciliación y se 
expedirá la respectiva constancia.

Parágrafo  2.  Cuando se presente una 
solicitud de conciliación extrajudicial y el 
asunto de que se trate no sea conciliable 
de conformidad con la ley, el agente del 
Ministerio Público expedirá la correspon-
diente constancia dentro de los diez (10) 
días siguientes a la presentación de la 
solicitud.

Si durante el trámite de la audiencia se 
observare que no es procedente la con-
ciliación, se dejará constancia en el acta, 
se expedirá la respectiva certificación y 
se devolverán los documentos aporta-
dos por los interesados.

Cuando el agente del Ministerio Público, 
en razón del factor territorial o por la natu-
raleza del asunto, no resulte competente 
para conocer de la respectiva concilia-
ción, remitirá la solicitud y el expediente 
al funcionario que tenga atribuciones 
para conocer de la misma.

 (Decreto 1716 de 2009, artículo 6)

Artículo  2.2.4.3.1.1.7.  Audiencia de 
conciliación extrajudicial.  Dentro de 
los diez (10) días siguientes al recibo de la 
solicitud, el agente del Ministerio Público, 
de encontrarla procedente, fijará fecha y 

hora para la celebración de la audiencia 
de conciliación, la cual tendrá lugar den-
tro de los treinta (30) días siguientes.

El agente del Ministerio Público citará 
a los interesados a la audiencia por el 
medio que considere más expedito y 
eficaz (telegrama, fax, correo electrónico) 
con una antelación no inferior a 15 días 
a la realización de la misma; indicando 
sucintamente el objeto de la conciliación 
y las consecuencias jurídicas de la no 
comparecencia. 

(Decreto 1716 de 2009, artículo 7)

Artículo  2.2.4.3.1.1.8.  Pruebas.  Las 
pruebas deberán aportarse con la 
petición de conciliación, teniendo en 
cuenta los requisitos consagrados en 
los artículos 253 y 254 del Código de 
Procedimiento Civil o las normas que lo 
sustituyan, adicionen o complementen.

Con todo, el agente del Ministerio Pú-
blico podrá solicitar que se alleguen 
nuevas pruebas o se complementen las 
presentadas por las partes con el fin de 
establecer los presupuestos de hecho 
y de derecho para la conformación del 
acuerdo conciliatorio.

Las pruebas tendrán que aportarse 
dentro de los veinte (20) días calendario 
siguientes a su solicitud. Este trámite no 
dará lugar a la ampliación del término de 
suspensión de la caducidad de la acción 
previsto en la ley.

Si agotada la oportunidad para aportar 
las pruebas según lo previsto en el inciso 
anterior, la parte requerida no ha aporta-
do las solicitadas, se entenderá que no 
se logró el acuerdo.
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Parágrafo. Cuando exista ánimo conci-
liatorio, el agente del Ministerio Público, 
de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 20 del Código Contencioso Ad-
ministrativo o la norma que modifique, 
adicione o complemente o sustituya y 
con miras a estructurar los supuestos 
fácticos y jurídicos del acuerdo, podrá 
solicitar a la autoridad competente la 
remisión de los documentos de carácter 
reservado que considere necesarios, 
conservando el deber de mantener la re-
serva a que se refiere el precepto citado.

Igualmente, cuando exista ánimo conci-
liatorio, el agente del Ministerio Público 
podrá solicitar el apoyo técnico de la 
Dirección Nacional de Investigaciones 
Especiales de la Procuraduría General 
de la Nación, así como de las entidades 
públicas competentes para el efecto, 
con el objeto de valorar los medios de 
prueba aportados por las partes.

(Decreto 1716 de 2009, artículo 8)

Artículo 2.2.4.3.1.1.9. Desarrollo de la 
audiencia de conciliación.  Presentes 
los interesados el día y hora señalados 
para la celebración de la audiencia de 
conciliación, esta se llevará a cabo bajo 
la dirección del agente del Ministerio 
Público designado para dicho fin, quien 
conducirá el trámite en la siguiente forma:

1. Las partes expondrán sucintamente 
sus posiciones y las justificarán con los 
medios de prueba que se acompañaron 
a la solicitud de conciliación y durante la 
celebración de la audiencia podrán apor-
tar las pruebas que estimen necesarias.

2. Si los interesados no plantean fórmu-
las de arreglo, el agente del Ministerio 
Público podrá proponer las que consi-

dere procedentes para la solución de la 
controversia, las cuales pueden contener 
posibles acuerdos respecto de los pla-
zos para el pago de lo conciliado, monto 
de indexación e intereses, y ser acogidas 
o no por las partes.

Con el propósito de analizar las fórmulas 
de avenimiento propuestas por el agente 
del Ministerio Público, este podrá, ex-
cepcionalmente, citar a la audiencia de 
conciliación a los integrantes del Comité 
de Conciliación de la entidad u organis-
mo de derecho público que participa en 
el trámite conciliatorio.

3. Si hubiere acuerdo se elaborará un 
acta que contenga lugar, fecha y hora 
de celebración de la audiencia; identifi-
cación del agente del Ministerio Público; 
identificación de las personas citadas 
con señalamiento expreso de las que 
asisten a la audiencia; relación sucinta 
de las pretensiones motivo de la conci-
liación; el acuerdo logrado por las partes 
con indicación de la cuantía, modo, 
tiempo y lugar de cumplimiento de las 
obligaciones pactadas.

Si la conciliación versa sobre los efectos 
económicos de un acto administrativo 
de carácter particular, también se indi-
cará y justificará en el acta cuál o cuáles 
de las causales de revocación directa 
previstas en el artículo 93 del Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, o normas 
que lo sustituyan, sirve de fundamento 
al acuerdo e igualmente se precisará si 
con ocasión del acuerdo celebrado se 
produce la revocatoria total o parcial del 
mismo.

El acta será firmada por quienes inter-
vinieron en la diligencia y por el agente 
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del Ministerio Público y a ella se anexará 
original o copia auténtica de la respec-
tiva acta del Comité de Conciliación o 
se aportará un certificado suscrito por 
el representante legal que contenga la 
determinación tomada por la entidad.

La Procuraduría General de la Nación 
implementará una base de datos que 
permita unificar la información sobre los 
acuerdos conciliatorios logrados.

4. Si el acuerdo es parcial, se dejará 
constancia de ello, precisando los 
puntos que fueron materia de arreglo y 
aquellos que no lo fueron, advirtiendo a 
los interesados acerca de su derecho de 
acudir ante la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa, para demandar respecto 
de lo que no fue objeto de acuerdo.

5. Antes que los interesados suscriban 
el acta de conciliación, el agente del 
Ministerio Público les advertirá que el 
acta una vez suscrita se remitirá al juez 
o corporación del conocimiento para su 
aprobación.

Si el agente del Ministerio Público no está 
de acuerdo con la conciliación realizada 
por los interesados, por considerarla lesi-
va para el patrimonio público, contraria al 
ordenamiento jurídico o porque no existen 
las pruebas en que se fundamenta, así lo 
observará durante la audiencia y dejará 
expresa constancia de ello en el acta.

6. Si no fuere posible la celebración del 
acuerdo, el agente del Ministerio Público 
expedirá constancia en la que se indique 
la fecha de presentación de la solicitud 
de conciliación ante la Procuraduría Ge-
neral de la Nación, la fecha en que se 
celebró la audiencia o debió celebrarse, 
la identificación del convocante y con-

vocado, la expresión sucinta del objeto 
de la solicitud de conciliación y la impo-
sibilidad de acuerdo. Junto con la cons-
tancia, se devolverá a los interesados la 
documentación aportada, excepto los 
documentos que gocen de reserva legal.

7. Cuando circunstancias constitutivas 
de fuerza mayor o caso fortuito impidan a 
alguno de los interesados acudir a la co-
rrespondiente sesión, deberá informarlo 
así dentro de los tres (3) días siguientes 
a la fecha en que debió celebrarse la 
audiencia.

(Decreto 1716 de 2009, artículo 9)

Artículo 2.2.4.3.1.1.10. Suspensión de 
la Audiencia de Conciliación.  La Au-
diencia de Conciliación es susceptible de 
suspensión por solicitud expresa de am-
bas partes y siempre que el agente del 
Ministerio Público encontrare elementos 
de juicio respecto de la existencia de 
ánimo conciliatorio.

(Decreto 1716 de 2009, artículo 10)

Artículo  2.2.4.3.1.1.11.  Culminación 
del trámite de conciliación por ina-
sistencia de las partes.  Señalada la 
fecha para la realización de la audiencia 
sin que esta se pueda llevar a cabo por 
inasistencia de cualquiera de las par-
tes, excluido el supuesto de que trata 
el numeral 7 del artículo 2.2.4.3.1.1.9., 
de este capítulo, se entiende que no 
hay ánimo conciliatorio, lo que se hará 
constar expresamente por el agente del 
Ministerio Público, quien dará por ago-
tada la etapa conciliatoria y expedirá la 
correspondiente certificación.

 (Decreto 1716 de 2009, artículo 11)
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Artículo  2.2.4.3.1.1.12.  Aprobación 
judicial.  El agente del Ministerio Públi-
co remitirá, dentro de los tres (3) días 
siguientes a la celebración de la corres-
pondiente audiencia, el acta de concilia-
ción, junto con el respectivo expediente 
al juez o corporación competente para 
su aprobación.

 (Decreto 1716 de 2009, artículo 12) 

Artículo 2.2.4.3.1.1.13. Mérito ejecu-
tivo del acta de conciliación. El acta 
de acuerdo conciliatorio total o parcial 
adelantado ante el agente del Ministerio 
Público y el correspondiente auto apro-
batorio debidamente ejecutoriado, pres-
tarán mérito ejecutivo y tendrán efecto 
de cosa juzgada.

 (Decreto 1716 de 2009, artículo 13)

Artículo  2.2.4.3.1.1.14.  Inasistencia 
injustificada. La inasistencia injustifica-
da a la audiencia de conciliación, tendrá 
las consecuencias jurídicas establecidas 
en los artículos 22 y 35 de la Ley 640 de 
2001 o en las normas que los modifiquen 
o sustituyan.

Subsección 2.

Comités de Conciliación

Artículo 2.2.4.3.1.2.1. Campo de apli-
cación.  Las normas sobre comités de 
conciliación contenidas en el presente 
capítulo son de obligatorio cumplimiento 
para las entidades de derecho público, 
los organismos públicos del orden nacio-
nal, departamental, distrital, los munici-
pios que sean capital de departamento 
y los entes descentralizados de estos 
mismos niveles.

Estos entes pondrán en funcionamiento 
los comités de conciliación, de acuerdo 
con las reglas que se establecen en el 
presente capítulo.

Parágrafo. Las entidades de derecho 
público de los demás órdenes podrán 
conformar comités de conciliación. De 
hacerlo se regirán por lo dispuesto en el 
presente capítulo.

(Decreto 1716 de 2009, artículo 15)

Artículo 2.2.4.3.1.2.2. Comité de Con-
ciliación. El Comité de Conciliación es 
una instancia administrativa que actúa 
como sede de estudio, análisis y formu-
lación de políticas sobre prevención del 
daño antijurídico y defensa de los intere-
ses de la entidad.

Igualmente decidirá, en cada caso espe-
cífico, sobre la procedencia de la conci-
liación o cualquier otro medio alternativo 
de solución de conflictos, con sujeción 
estricta a las normas jurídicas sustantivas, 
procedimentales y de control vigentes, 
evitando lesionar el patrimonio público. La 
decisión de conciliar tomada en los térmi-
nos anteriores, por sí sola, no dará lugar 
a investigaciones disciplinarias, ni fiscales, 
ni al ejercicio de acciones de repetición 
contra los miembros del Comité.

Parágrafo. La decisión del Comité de 
Conciliación acerca de la viabilidad de 
conciliar no constituye ordenación de 
gasto.

 (Decreto 1716 de 2009, artículo 16)

Artículo  2.2.4.3.1.2.3.  Modificado 
por el Art. 2º, Decreto Nacional 1167 
de 2016.  Integración.  El Comité de 
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Conciliación estará conformado por los 
siguientes funcionarios, quienes concu-
rrirán con voz y voto y serán miembros 
permanentes:

1. El jefe, director, gerente, presidente o 
representante legal del ente respectivo o 
su delegado. 

2. El ordenador del gasto o quien haga 
sus veces.

3. El Jefe de la Oficina Jurídica o de la 
dependencia que tenga a su cargo la 
defensa de los intereses litigiosos de la 
entidad. En el Departamento Adminis-
trativo de la Presidencia de la República, 
concurrirá el Secretario Jurídico o su 
delegado.

4. Dos (2) funcionarios de dirección o de 
confianza que se designen conforme a la 
estructura orgánica de cada ente. 

La participación de los integrantes será 
indelegable, salvo las excepciones pre-
vistas en los numerales 1 y 3 del presen-
te artículo. 

Parágrafo 1º. Concurrirán solo con de-
recho a voz los funcionarios que por su 
condición jerárquica y funcional deban 
asistir según el caso concreto, el apo-
derado que represente los intereses del 
ente en cada proceso, el Jefe de la Ofi-
cina de Control Interno o quien haga sus 
veces y el Secretario Técnico del Comité. 

Parágrafo  2º.  Los comités de conci-
liación de entidades y organismos del 
orden nacional podrán invitar a sus se-
siones la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado, quien podrá parti-
cipar cuando lo estime conveniente con 
derecho a voz y voto.

Parágrafo 3º. En lo que se refiere a la in-
tegración de los comités de conciliación 
de los municipios de 4ª, 5ª y 6ª categoría 
se deberá aplicar lo dispuesto en el Pa-
rágrafo 2 del artículo 47 de la Ley 1551 
de 2012, para los efectos de que tratan 
los artículos 46 y 48 ibídem.»

(Decreto 1716 de 2009, artículo 17)

Artículo  2.2.4.3.1.2.4.  Sesiones y 
votación. El Comité de Conciliación se 
reunirá no menos de dos veces al mes, y 
cuando las circunstancias lo exijan.

Presentada la petición de conciliación 
ante la entidad, el Comité de Conciliación 
cuenta con quince (15) días a partir de su 
recibo para tomar la correspondiente de-
cisión, la cual comunicará en el curso de 
la audiencia de conciliación, aportando 
copia auténtica de la respectiva acta o 
certificación en la que consten sus fun-
damentos.

El Comité podrá sesionar con un mínimo 
de tres de sus miembros permanentes 
y adoptará las decisiones por mayoría 
simple.

 (Decreto 1716 de 2009, artículo 18)

Artículo  2.2.4.3.1.2.5.  Funciones.  El 
Comité de Conciliación ejercerá las si-
guientes funciones:

1. Formular y ejecutar políticas de pre-
vención del daño antijurídico.

2. Diseñar las políticas generales que 
orientarán la defensa de los intereses de 
la entidad. 

3. Estudiar y evaluar los procesos que 
cursen o hayan cursado en contra del 
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ente, para determinar las causas genera-
doras de los conflictos; el índice de con-
denas; los tipos de daño por los cuales 
resulta demandado o condenado; y las 
deficiencias en las actuaciones adminis-
trativas de las entidades, así como las 
deficiencias de las actuaciones procesa-
les por parte de los apoderados, con el 
objeto de proponer correctivos.

4. Fijar directrices institucionales para la 
aplicación de los mecanismos de arreglo 
directo, tales como la transacción y la 
conciliación, sin perjuicio de su estudio y 
decisión en cada caso concreto.

5. Determinar, en cada caso, la proce-
dencia o improcedencia de la conciliación 
y señalar la posición institucional que fije 
los parámetros dentro de los cuales el re-
presentante legal o el apoderado actuará 
en las audiencias de conciliación. Para tal 
efecto, el Comité de Conciliación deberá 
analizar las pautas jurisprudenciales con-
solidadas, de manera que se concilie en 
aquellos casos donde exista identidad de 
supuestos con la jurisprudencia reiterada.

6. Evaluar los procesos que hayan sido 
fallados en contra de la entidad con el 
fin de determinar la procedencia de la 
acción de repetición e informar al Coor-
dinador de los agentes del Ministerio 
Público ante la Jurisdicción en lo Con-
tencioso Administrativo las correspon-
dientes decisiones anexando copia de la 
providencia condenatoria, de la prueba 
de su pago y señalando el fundamento 
de la decisión en los casos en que se de-
cida no instaurar la acción de repetición.

7. Determinar la procedencia o improce-
dencia del llamamiento en garantía con 
fines de repetición.

8. Definir los criterios para la selección 
de abogados externos que garanticen su 
idoneidad para la defensa de los intere-
ses públicos y realizar seguimiento sobre 
los procesos a ellos encomendados.

9. Designar al funcionario que ejercerá la 
Secretaría Técnica del Comité, preferen-
temente un profesional del Derecho.

10. Dictar su propio reglamento.

Parágrafo. En aquellas entidades donde 
no exista la obligación de constituir co-
mités de conciliación y no se haya hecho 
de forma facultativa, las funciones de que 
trata este artículo serán asumidas por el 
representante legl (sic) de la entidad. 

11. Autorizar que los conflictos suscitados 
entre entidades y organismos del orden 
nacional sean sometidos al trámite de la 
mediación ante la Agencia Nacional de 
Defensa Jurídica del Estado. (Adicionado 
por el Decreto 2137 de 2015, artículo 3)

(Decreto 1716 de 2009, artículo 19)

Artículo 2.2.4.3.1.2.6. Secretaría Téc-
nica.  Son funciones del Secretario del 
Comité de Conciliación las siguientes:

1. Elaborar las actas de cada sesión del 
comité. El acta deberá estar debidamen-
te elaborada y suscrita por el Presidente 
y el Secretario del Comité que hayan 
asistido, dentro de los cinco (5) días si-
guientes a la correspondiente sesión.

2. Verificar el cumplimiento de las deci-
siones adoptadas por el comité.

3. Preparar un informe de la gestión del 
comité y de la ejecución de sus decisio-
nes, que será entregado al representante 
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legal del ente y a los miembros del comi-
té cada seis (6) meses.

4. Proyectar y someter a consideración 
del comité la información que este requie-
ra para la formulación y diseño de políti-
cas de prevención del daño antijurídico y 
de defensa de los intereses del ente.

5. Informar al Coordinador de los agentes 
del Ministerio Público ante la Jurisdicción 
en lo Contencioso Administrativo acerca 
de las decisiones que el comité adopte 
respecto de la procedencia o no de ins-
taurar acciones de repetición.

6. Las demás que le sean asignadas por 
el comité.

(Decreto 1716 de 2009, artículo 20)

Artículo  2.2.4.3.1.2.7.  Indicador de 
gestión. La prevención del daño antiju-
rídico será considerada como un indica-
dor de gestión y con fundamento en él 
se asignarán las responsabilidades en el 
interior de cada entidad.

(Decreto 1716 de 2009, artículo 21)

Artículo  2.2.4.3.1.2.8.  Apodera-
dos.  Las decisiones adoptadas por el 
Comité de Conciliación o por el repre-
sentante legal de la entidad cuando no 
se tenga la obligación de constituirlo ni 
se haya hecho de manera facultativa, 
serán de obligatorio cumplimiento para 
los apoderados de cada entidad.

(Decreto 1716 de 2009, artículo 22)

Artículo  2.2.4.3.1.2.9.  Asesoría.  La 
Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 
Estado asesorará a los respectivos entes 
en la conformación y funcionamiento de 

los comités y en el diseño y desarrollo de 
las políticas integrales de defensa de los 
intereses públicos en litigio y de las de 
prevención del daño antijurídico estatal.

(Decreto 1716 de 2009, artículo 23) 

Artículo 2.2.4.3.1.2.10. Suprimido por 
el Art. 6º, Decreto Nacional 1167 de 
2016.

Artículo 2.2.4.3.1.2.11. Suprimido por 
el Art. 6º, Decreto Nacional 1167 de 
2016.

Artículo  2.2.4.3.1.2.12. Modificado 
por el Art. 3º, Decreto Nacional 1167 
de 2016.  De la acción de repeti-
ción. Los Comités de Conciliación de las 
entidades públicas deberán realizar los 
estudios pertinentes para determinar la 
procedencia de la acción de repetición. 

Para ello, el ordenador del gasto, al día 
siguiente al pago total o al pago de la 
última cuota efectuado por la entidad 
pública, de una conciliación, condena 
o de cualquier otro crédito surgido por 
concepto de la responsabilidad patrimo-
nial de la entidad, deberá remitir el acto 
administrativo y sus antecedentes al 
Comité de Conciliación, para que en un 
término no superior a cuatro (4) meses se 
adopte la decisión motivada de iniciar o 
no el proceso de repetición y se presente 
la correspondiente demanda, cuando la 
misma resulte procedente, dentro de los 
dos (2) meses siguientes a la decisión. 

Parágrafo. La Oficina de Control Interno 
de las entidades o quien haga sus veces, 
deberá verificar el cumplimiento de las 
obligaciones contenidas en este artículo.  

(Decreto 1716 de 2009, artículo 26) 
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Artículo  2.2.4.3.1.2.13.  Llamamiento 
en garantía con fines de repeti-
ción.  Los apoderados de los entes 
públicos deberán presentar informe al 
Comité de Conciliación para que este 
pueda determinar la procedencia del 
llamamiento en garantía para fines de 
repetición en los procesos judiciales de 
responsabilidad patrimonial. Lo anterior, 
sin perjuicio de la obligación contenida 
en el artículo anterior.

 (Decreto 1716 de 2009, artículo 27)

Artículo 2.2.4.3.1.2.14. Suprimido por 
el Art. 6, Decreto Nacional 1167 de 
2016. 

Artículo  2.2.4.3.1.2.15.  Publica-
ción.  Las entidades y organismos de 
derecho público publicarán en sus 
páginas web las actas contentivas de 
los acuerdos conciliatorios celebrados 
ante los agentes del Ministerio Público, 
dentro de los tres (3) días siguientes a su 
suscripción, con miras a garantizar la pu-
blicidad y transparencia de los mismos.

Comentarios: Por medio del cual se 
expide el Decreto Reglamentario Único 
del Sector Justicia y del Derecho. 

En el desarrollo de una política de 
simplificación normativa, el gobierno 
nacional mediante decretos compila los 
reglamentos del Estado colombiano por 
materias. El Decreto 1069 de 2015 se 
ocupa de la administración de justicia y 
en el título IV desarrolla en la compilación 
lo relativo a los métodos alternativos de 
solución de conflictos.

Se aprecia en esta compilación norma-
tiva que el capítulo I regula lo referente 
a las casas de justicia y de los centros 

de convivencia. El siguiente capítulo se 
refiere a los centros de conciliación y 
arbitraje para efectos de su creación, 
reglamentación, procedimientos, obli-
gaciones, uso de TICS, honorarios y la 
gratuidad de algunos de éstos.  

El capítulo III está referido a la conciliación 
y, en el mismo como se puede apreciar en 
la sección primera se desarrolla a profun-
didad la conciliación extrajudicial en asun-
tos de lo contencioso administrativo y en 
los comités de conciliación. Cabe indicar 
que en esta norma no se hace ninguna 
referencia a que la conciliación adminis-
trativa sea requisito de procedibilidad 
para presentar acciones de repetición. 
Cabe anotar igualmente que en relación 
a los asuntos susceptibles de conciliación 
en el año 2016, con el Decreto 1167 se 
introduce una modificación a esta mate-
ria. En la cita se puede apreciar aquellos 
asuntos susceptibles de conciliación, en 
el marco de la norma vigente.8 También, 
en este último Decreto se introducen 
otras modificaciones relativas a la integra-
ción de los comités de conciliación y a los 
instrumentos de información y operación 
de este mecanismo.

Esta norma amerita una revisión entre 
otras razones porque resulta restrictiva 

8 ARTÍCULO 1º. Modificación y supresión de algunas 
disposiciones del artículo 2.2.4.3.1.1.2. del Decreto 
1069 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sec-
tor Justicia y del Derecho. El artículo 2.2.4.3.1.1.2. 
del Decreto 1069 de 2016 quedará así:

 “ARTÍCULO 2.2.4.3.1.1.2. Asuntos susceptibles de 
conciliación extrajudicial en materia contencioso 
administrativa. Podrán conciliar, total o parcialmen-
te, las entidades públicas y las personas privadas 
que desempeñan funciones propias de los distintos 
órganos del Estado, por conducto de apoderado, 
sobre los conflictos de carácter particular y con-
tenido económico de los cuales pueda conocer 
la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a 
través de los medios de control previstos en los ar-
tículos 138, 140 y 141 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de Contencioso Administrativo.



La conciliación administrativa en Colombia  
Solución de conflictos efectiva

83

en su contenido y debe abrir espacios 
de gestión digitalizada en despachos 
judiciales y en la Procuraduría. Es im-
portante hacer mención expresa de los 
documentos digitales en el trámite de la 
conciliación y su valor probatorio. 

La observación sobre el exceso de la 
potestad reglamentaria es la siguiente: 
En este decreto compilatorio se incor-
poraron, sin menor análisis, ni depura-

ción todas las normas contenidas en 
el Decreto 1716 de 2009, dejando de 
lado las reformas legales que se habían 
introducido por el CPACA en el año 
2011 y el Código General del Proceso 
de 2012. En particular se omite, que el 
CGP  determinó en su artículo 613 que 
no será necesario agotar el requisito de 
procedibilidad en los procesos ejecuti-
vos, cualquiera que sea la jurisdicción 
en la que se adelanten. 
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 Ley 1955 de 2019 
“Por el cual se expide el Plan Nacional de 

Desarrollo 2018-2022”

Notas de vigencia: 

Publicada en el Diario Oficial No 50.964 
de 25 de mayo de 2019 

Modificada por la Ley  2010  de 2019, 
‹por medio de la cual se adoptan nor-
mas para la promoción del crecimiento 
económico, el empleo, la inversión, el 
fortalecimiento de las finanzas públicas y 
la progresividad, equidad y eficiencia del 
sistema tributario, de acuerdo con los 
objetivos que sobre la materia impulsa-
ron la Ley 1943 de 2018 y se dictan otras 
disposiciones›, publicada en el Diario Ofi-
cial No. 51.179 de 27 de diciembre 2019

Anexo corregido mediante Fe de Erratas 
publicado en el Diario Oficial No. 51.120 
de 28 de octubre 2019

Artículo 53. Pago de sentencias o 
conciliaciones en mora. Durante la vi-
gencia de la presente Ley, la Nación podrá 
reconocer como deuda pública las obliga-
ciones de pago originadas en sentencias o 

conciliaciones debidamente ejecutoriadas 
y los intereses derivados de las mismas, 
que se encuentren en mora en su pago a 
la fecha de expedición de la presente Ley. 
Este reconocimiento operará exclusiva-
mente para las entidades que hagan parte 
del Presupuesto General de la Nación y 
por una sola vez. En estos casos, dichas 
obligaciones de pago serán reconocidas 
y pagadas bien sea con cargo al servicio 
de deuda del Presupuesto General de la 
Nación o mediante la emisión de Títulos 
de Tesorería TES Clase B.

L 

Para el cumplimiento de lo señalado en 
este artículo y con el objetivo de suministrar 
la respectiva liquidez, la Dirección General 
de Crédito Público y Tesoro Nacional del 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
administrará, en una cuenta independiente 
el cupo de emisión de TES que se destine 
a la atención de las obligaciones de pago 
originadas en sentencias o conciliaciones 
ejecutoriadas, y los intereses derivados de 
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las mismas. Para estos efectos, la Direc-
ción General de Crédito Público y Tesoro 
Nacional estará facultada para realizar las 
operaciones necesarias en el mercado 
monetario y de deuda pública.

En todo caso, las entidades de las que 
trata el inciso primero de este artículo de-
berán tener en cuenta:

1. La veracidad, oportunidad, verificación 
de los requisitos para el pago de las obli-
gaciones, así como la responsabilidad de 
adelantar las gestiones pertinentes radica 
exclusivamente en cada una de las enti-
dades, sin que implique responsabilidad 
alguna para las demás entidades que 
participan en el proceso de pago de las 
sentencias o conciliaciones, de confor-
midad con lo que para el efecto defina el 
Gobierno nacional. El incumplimiento de lo 
dispuesto en este numeral acarreará las 
sanciones penales, disciplinarias y fiscales 
a que haya lugar.

2. El cumplimiento de lo dispuesto en el 
artículo 262 de la Ley 1819 de 2016.

3. Podrán celebrar acuerdos de pago o 
conciliaciones extrajudiciales con los be-
neficiarios finales, respecto de los montos 
adeudados.

4. La responsabilidad por el pago de las 
obligaciones es exclusivamente de la en-
tidad. El Gobierno nacional reglamentará 
la materia.

Parágrafo 1º.  La emisión de Títulos de 
Tesorería TES Clase B de que trata el 
presente artículo no implica operación 
presupuestal y solo debe presupuestarse 
para efectos del pago de intereses y la 
redención de los títulos.

Parágrafo 2º. Las entidades del Presu-
puesto General de la Nación de las que 
trata el presente artículo deberán suscribir 
con el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público los acuerdos de pago para asu-
mir el principal e intereses de los títulos 
con cargo a sus presupuestos de gasto 
y procederán con los registros contables 
que sean del caso para extinguir dichas 
obligaciones.

Comentario: Desarrolla en su artículo 
53 lo referente al pago de sentencias o 
conciliaciones.

Esta norma debe ser reglamentada por el 
Gobierno Nacional, pero surgen de allí va-
rias preocupaciones para la Procuraduría: 
i) Que en el proyecto de Decreto se habilite 
a las entidades nacionales para contratar 
con un liquidador, en la medida que varias 
entidades tienen al día las liquidaciones; ii) 
las prioridades estarán dadas por quienes 
presenten la solicitud de acuerdo y con-
forme los turno que establece el artículo 
15 de la Ley 962 de 2005. Sin desco-
nocer estas normas, la Procuraduría ha 
propuesto la posibilidad de reconocer las 
sentencias y conciliaciones en firme con 
especial atención de las víctimas, aquellas 
donde existió privación injusta de la liber-
tad, la contingencia de la Rama Judicial y 
las obligaciones laborales pendientes; iii) 
Si bien estos pagos van con cargo a la 
deuda pública, es claro que el beneficiario 
del acuerdo. 
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